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1. Antecedentes 

En su 98º Período Ordinario de Sesiones (5-9 abril, 2021) el Comité Jurídico Interamericano 
(CJI) de la Organización de Estado Americanos (OEA) aprobó para su inclusión en la Agenda el tema: 
Desarrollo de principios interamericanos sobre el régimen legal de creación, funcionamiento, 
financiamiento y disolución de entidades civiles sin fines de lucro (documento CJI/doc.629/21), con el 
objetivo de sistematizar y desarrollar  principios, estándares interamericanos y buenas prácticas sobre 
el régimen legal de creación, funcionamiento, financiamiento y disolución de entidades civiles sin fines 
de lucro, que contribuya a la armonización de la legislación nacional en la región. 

Conforme al Artículo 16 de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) todas las 
personas tienen derecho a asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, 
económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole. Así, la libertad de 
asociación constituye un derecho que tienen todas las personas o grupos de personas a crear 
organizaciones, formales o informales, para actuar, expresar, promover, ejercer, defender de manera 
colectiva una amplia gama de fines lícitos de interés común, de manera pública o privada, sin más 
“restricciones que las previstas por ley y que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés 
de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden, públicos, o para proteger la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de los demás”. 

Recordamos que, conforme la CADH, los Estados tienen el deber de proteger y respetar todos 
los derechos y libertades reconocidos en ella, y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna; y tienen el deber de adoptar, con arreglo a 
sus procedimientos constitucionales, las disposiciones de derecho interno, tanto legislativas o de otro 
carácter, que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades (art. 2). En 
consecuencia, los Estados tienen el deber de adoptar un marco jurídico, político y administrativo 
propicio, adecuado y necesario para garantizar el desarrollo de las organizaciones civiles, a lo largo de 
su ciclo de vida; es decir, la creación, funcionamiento, financiación y disolución de las asociaciones o 
entidades civiles sin fines de lucro, que permiten ejercer la libertad de asociación conforme a los 
valores de una sociedad democrática. 

Esta es hoy una preocupación global, en la última década se han ido adoptado a nivel universal y 
regional estándares internacionales específicos en esta materia. En el Informe del Relator Especial de 
NNUU para las Libertades de Reunión Pacífica y de Asociación presentado el 2012 sobre la situación 
de la libertad de asociación se ha señalado que la libertad de asociación ampara a las asociaciones 
desde su creación hasta su disolución, e incluye el derecho a establecer asociaciones y adherirse a 
ellas y el derecho de las asociaciones a desarrollar libremente sus actividades y a recibir protección 

https://www.icnl.org/post/report/un-special-rapporteurs-report-on-best-practices-in-promoting-assembly-and-association-rights
https://www.icnl.org/post/report/un-special-rapporteurs-report-on-best-practices-in-promoting-assembly-and-association-rights
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contra injerencias indebidas, a acceder a financiación y recursos, y a participar en los asuntos 
públicos1. 

A nivel europeo, en enero de 2015 se han adoptado las Directrices conjuntas de la Organización 
de Cooperación y Seguridad Europea (OSCE/ODIHR) y la Convención de Venecia sobre libertad de 
asociación, con el objetivo de promover la constitución y existencia de asociaciones civiles, 
posibilitando su funcionamiento de manera congruente con los principios democráticos, estableciendo 
que la legislación nacional en esta materia “debe redactarse con el propósito de facilitar la creación de 
asociaciones y permitirles perseguir sus objetivos”2. Además, tal como lo ha señalado el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, la protección que se concede a la libertad de asociación debe 
extenderse durante toda la vida de la asociación3. 

Asimismo, en el 2017 la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos (CADHP) 
ha promovido unas directrices sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y asociación con el 
fin de fortalecer la promoción y protección de estos derechos en el continente africano, estableciéndose 
que: La legislación nacional sobre la libertad de asociación, cuando sea necesario, se redactará con el 
objetivo de facilitar y fomentar la creación de asociaciones y promover su capacidad para perseguir 
sus objetivos. Dicha legislación se redactará y modificará sobre la base de procesos amplios e 
inclusivos que incluyan el diálogo y la consulta significativa con la sociedad civil4. 

En nuestro continente, el sistema interamericano ha quedado con cierto rezago frente a estos 
avances, siendo necesario un proceso de sistematización, actualización y consolidación de los 
estándares desarrollados en la región. En 1984 el CJI -como parte de sus labores de armonización, 
codificación y desarrollo del derecho internacional privado- promovió la adopción de la Convención 
sobre personalidad y capacidad de personas jurídicas en el Derecho Internacional Privado. El 
Artículo 2 deja establecido que la existencia, la capacidad para ser titular de derechos y obligaciones, 
el funcionamiento, la disolución y la fusión de las personas jurídicas de carácter privado se rigen por 
la ley del lugar de su constitución, pero no se ha avanzado mucho en el desarrollo de directrices 
interamericanas sobre el contenido y el enfoque que deben tener esas leyes que regulan a las personas 
privadas, en particular a las de tipo civil y sin fines de lucro. 

Algunos principios de interpretación en esta materia pueden encontrarse en la recopilación de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), publicada hace una década atrás en el 
Segundo Informe sobre la Situación de las Defensoras y los Defensores de los Derechos Humanos en 
las Américas, que establece, por ejemplo, que: el  derecho de asociarse libremente sin interferencias 
prescribe que los Estados deben asegurar que los requisitos legales no impedirán, retrasarán o 
limitarán la  creación o funcionamiento de las organizaciones, asegurando que el procedimiento de 
inscripción tendrá un efecto declarativo y no constitutivo 5. 

En la práctica e implementación de los marcos legislativos, las organizaciones civiles de la 
región enfrentan obstáculos legales relacionados a lo largo de su ciclo de vida, debido a un proceso en 
el que progresivamente algunos países se han ido alejando de los estándares internacionales de 
derechos humanos aplicables en este campo. Es frente a este contexto que la Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos (OEA), en junio de 2011, aprobó la resolución n.° 2680 
Promoviendo el Derecho de Libertad de Reunión y de Asociación en las Américas, en la que exhorta a 
los Estados Miembros a que respeten y protejan plenamente el derecho de todas las personas a la 

 
1 Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai 
presentado al Consejo de Derechos Humanos el 21 de mayo de 2012 (A/HRC/20/27), párrs. 63 - 64. 
2 OSCE and Council of Europe’s Commission for Democracy through Law (Venice Commission), Guidelines on 
Freedom of Association, Warsow, 2015, ISBN 978-92-9234-906-6. 
3 ECHR, United Communist Party of Turkey and Others vs. Turkey, núm. 19392/92, párr.  33.  
4 Comisión Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Directrices sobre la libertad sindical y de reunión 
en África, 10 de noviembre de 2017. 
5 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Segundo Informe sobre la situación de las Defensoras y 
Defensores de Derechos Humanos en las Américas, OEA/Ser.L/V/II. 31 diciembre 2011, págs. 66 y 243. 

https://www.icnl.org/post/tools/joint-osce-odihr-and-venice-commission-guidelines-on-freedom-of-association
https://www.icnl.org/post/tools/joint-osce-odihr-and-venice-commission-guidelines-on-freedom-of-association
https://www.icnl.org/post/tools/joint-osce-odihr-and-venice-commission-guidelines-on-freedom-of-association
https://www.icnl.org/post/tools/guidelines-on-freedom-of-association-and-assembly-in-africa
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/defensores2011.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/defensores2011.pdf
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libertad de reunión y de asociación pacíficas, y a que adopten todas las medidas necesarias para 
asegurar el libre ejercicio de ambos derechos, en el marco de las constituciones y leyes nacionales, 
conforme con las obligaciones que les incumben en virtud de las normas  y convenios internacionales 
de derechos humanos.  

Históricamente, la mayoría de la legislación nacional -particularmente en la codificación de los 
países latinoamericanos- definía los requisitos de forma y fondo requeridos para la creación de dichas 
entidades privadas, así como otros aspectos de su funcionamiento y disolución en su legislación civil 
común, estableciendo un marco jurídico neutral. Lo mismo en el caso de los países herederos del 
common law, como es el caso los países del Caribe, Canadá y los Estados Unidos. Sin embargo, desde 
casi un par de décadas atrás, la región ha experimentado un proceso de transformación de esos marcos 
regulatorios, pasando del derecho civil al derecho administrativo, imponiendo en algunos países 
restricciones indebidas, controles excesivos y requisitos vagos y discrecionales, potestades ambiguas y 
discrecionales a cargo de los órganos Ejecutivos, que han afectado de forma particular el régimen legal 
que regula las distintas fases del ciclo de vida de las entidades civiles sin fines de lucro. 

Frente a este entorno, es que se hace necesario avanzar en el proceso de sistematización y 
desarrollo de principios y estándares interamericanos sobre el régimen legal de creación, 
funcionamiento, financiamiento y disolución de entidades civiles sin fines de lucro, que contribuya a la 
armonización de la legislación nacional en la región. Para ello, bajo la dirección del Relator encargado 
de este tema por el Comité Jurídico Interamericano (CJI), con el apoyo y asistencia técnica del Centro 
Internacional para la Ley del Sector No Lucrativo (International Center for Not-for-Profit Law, o 
ICNL por sus siglas en inglés) se ha desarrollado un extenso trabajo de recopilación, relevamiento, 
análisis y comparación a la luz de los estándares internacionales de la legislación nacional establecida 
en 35 países de la región, con información específica en relación al ciclo de vida de las organizaciones 
civiles: a) formación y registro de las organizaciones, b) funcionamiento, c) acceso al financiamiento y 
d) disolución. 

Por otra parte, con el fin de validar la información recibida, así como contrastar las normas con 
las prácticas, el 1° y 2° de diciembre de 2021 se han realizado dos eventos virtuales de consulta con 
académicos y líderes de organizaciones de la sociedad civil, para el Desarrollo de Principios 
Interamericanos sobre el Régimen Jurídico de Creación, Operación, Financiamiento y Disolución de 
Entidades Civiles sin Fines de Lucro, con el auspicio académico del Centro de Estudios Avanzados del 
Tercer Sector de la Pontificia Universidad Católica de São Paulo, Brasil, la Universidad Católica 
Boliviana (UCB) de La Paz, Bolivia, y la Universidad ORT de México. Asimismo, a principios de abril 
de 2022, este documento será validado en tres consultas subregionales con expertos y especialistas de 
México y Centroamérica, Sudamérica y países del Caribe. 

En este Informe de Avance, luego del presente acápite de antecedentes, se incluye un capítulo 
que estudia y compara la legislación nacional relativa a ciclo de vida –creación, funcionamiento, 
financiamiento y disolución–, de las organizaciones de la sociedad civil en la región. Luego el texto 
cierra con un capítulo de conclusiones y recomendaciones, proponiendo algunas directrices y 
principios uniformes que contribuyan a armonizar la legislación nacional en este campo. Las 
directrices que se proponen se basan en las normas y la práctica nacional existente a nivel regional e 
internacional. Al final se incluyen dos matrices de anexos, unas sobre los marcos legislativos 
nacionales y otro sobre los estándares internacionales identificados. 
2. El ciclo de vida de las entidades civiles sin fines de lucro 

El derecho a la libertad de asociación está ampliamente garantizado en la mayoría de las 
constituciones de los países de la región. Sin embargo, en su desarrollo legislativo en relación a la 
regulación del ciclo de vida de las organizaciones civiles, las leyes nacionales han implementado 
modelos diversos, mediante una normativa que generalmente suele ser dispersa y ambigua, resultando 
restrictiva en la gran mayoría de casos.  
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Asimismo, las prácticas de implementación suelen ser también diversas, dependiendo 
especialmente de los contextos políticos, la fortaleza de la institucionalidad democrática y de la 
vigencia plena del Estado de derecho. Así, tenemos casos en que, pese a un marco legal favorable para 
la creación, basados en un sistema de notificación, el contexto político y las prácticas administrativas 
han resultado restrictivas al funcionamiento de las OSC, contrarios a los estándares internacionales de 
derecho humanos. En este estudio se ha podido también constatar la existencia de una gran variedad de 
normas que afectan los diferentes aspectos del ciclo de vida de las OSC: leyes de impuesto sobre la 
renta, leyes antilavado y contra el financiamiento del terrorismo, leyes de caridades, leyes de fomento, 
leyes de registro de agentes extranjeros, etcétera. Un análisis sobre el entorno legal para las OSC en un 
determinado país debe tomar en cuenta esta constelación de normas, y no solo la ley que regula la 
creación y disolución. 

Existe un grupo de países en los que el Código Civil es la base legal que regula los principales 
aspectos del ciclo de vida de las organizaciones civiles, como son los casos de Brasil, Colombia, 
Paraguay y Perú o modelos mixtos, donde el Código Civil es la norma en la que se cimienta 
predominantemente la constitución de personas jurídicas, en especial fundaciones y asociaciones, 
acompañado por otras leyes específicas de implementación y fomento, compatibles con el modelo 
civilista basado en la libertad contractual de sus miembros, como son el caso de Chile6, Costa Rica7, El 
Salvador8, Honduras9, México10, Panamá11 y Uruguay12.  

Algunos países del caribe anglófono, como Antigua, Dominica y Jamaica13, Bahamas14, 
Barbados15, Belice16, así como Guyana y Grenada, al igual que Trinidad & Tobago, Saint Kitts17 y 
Santa Lucia18 mantienen una tradición legal de common law, donde las leyes escritas (statutes or Acts) 
son pocas y el Derecho es preponderantemente construido sobre decisiones judiciales en un sistema de 
precedentes. Las “Company Act" y "Friendly Societies Act" constituyen la principal normativa que 
regula la constitución, estableciendo procedimientos comunes o iguales para la creación de compañías 
o sociedades comerciales, así como de asociaciones civiles y entidades sin fines de lucro, no 
efectuando discriminación por la naturaleza jurídica de estas personas colectivas. Los casos de 
Canadá19 y los Estados Unidos se asemejan más este grupo de países, pero bajo un sistema federal, en 
la que cada Estado tiene su propia normativa.  

 
6 Además de la Ley 20.500 sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, y el decreto 
110/79 sobre concesión de personalidad jurídica a corporaciones y fundaciones. 
7 Ley de Asociaciones 218 de 8 de agosto de 1939 y sus reformas, y también por el Reglamento a la Ley de 
Asociaciones (Decreto Ejecutivo 29496 de 17/04/2001). Las fundaciones son reguladas por la Ley de 
Fundaciones y sus reformas y también por el Reglamento a la Ley de Fundaciones (Decreto Ejecutivo 36363 de 
17/04/2001). 
8  Decreto 894 del 21 de noviembre de 1996 Ley de asociaciones y fundaciones sin fines de lucro. 
9 Decreto 32/2011, de la Ley Especial de Fomento para las ONGD, y el decreto 253/2013, de la Ley de 
Patronatos y Asociaciones Comunitarias. 
10 LEY FEDERAL DE FOMENTO A LAS ACTIVIDADES REALIZADAS POR ORGANIZACIONES DE LA 
SOCIEDAD CIVIL y su REGLAMENTO, complementada por las leyes estatales. 
11  Véase el decreto Ejecutivo 62/2017. Además, la ley 25 de 1995 establece reglas específicas a las fundaciones 
de interés privado. 
12 Ley 17163 de Asociaciones Civiles y Fundaciones. 
13 Las "Company Act" y el "Friendly Societies Act" constituyen las principales leyes de constitución de entidades 
privadas, tanto lucrativas como sin fines de lucro. 
14 Las OSC son reguladas por el Non-Profit Organisations Act, las fundaciones por el Foundations Act del año 
2008 y sus reformas, y las companías sin fines de lucros, reguladas por el Companies Act del año 2010. 
15 Section 2 of the Charities Act, Cap. 243 del año 1985. 
16 Las OSC en Belize son reguladas por el Non-Governmental Organizations Act. 
17  "Company Act" y la “Non-Government Organisations Act” (la Ley de ONGs) 
18 La Non-Governmental Organization Act 2006. También existe la compañía sin fines de lucro, según el 
Companies Act del año 2008, además de las reglas del NGO Act (Artículo 36 (9)). 
19 Las reglas federales para las OSC se rigen por el “Not-for-profit Corporations Act” (S.C. 2009, c. 23). 
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Mientras que otro grupo de países -aunque varios de ellos someten de manera ambigua la 
regulación general de las personas jurídicas de derecho privado a su legislación civil- la creación, 
registro y otorgación de la personalidad jurídica, así como el funcionamiento y disolución de las 
asociaciones y entidades civiles está reglamentadas por leyes especiales, que establecen 
procedimientos administrativos para este efecto, como es el caso de Argentina20, Bolivia21, Haití22, 
Guatemala23, Ecuador24, Nicaragua25,  República Dominicana26 y Venezuela. El caso de Venezuela es 
sui generis, ya que mantiene el código civil como base para la existencia de asociaciones y 
fundaciones, pero con un conjunto disperso de regulaciones especiales, de rango infralegal, que le 
permiten al Ejecutivo tener un gran margen de control de las OSC.27 En Cuba la creación de las OSC 
está regulado por la Ley 54, de Asociaciones, aplicada por analogía a las fundaciones, las cuales no 
poseen normativa propia. En estos casos, la autorización o aprobación de la personalidad jurídica está 
bajo competencia de órganos de composición política, como es el Ejecutivo o el caso de la Asamblea 
Legislativa en Nicaragua, altamente discrecional. 

 
20 . El régimen Legal argentina en esta materia se basa en el Código Civil, pero las normas que regulan el registro 
son provinciales, con requisitos son muy dispersas e implementados con bastante discrecionalidad. 
21 Ley 351 y por el Decreto Supremo 1597 de 2013, y sus reformas. 
22 Ley de 8.06.1921; Ley de 23.07.1934 modificada por la Ley de 29.09.1953 (Fundaciones); Decreto de 
13.12.1982 modificada por el Decreto de 14.09.1989 (ONG de asistencia al desarrollo). 
23 Ley de Organizaciones no Gubernamentales para el Desarrollo (Decreto 02-2003 y Decreto 04-2020). Además, 
del Acuerdo Gubernativo de julio de 2021, del Reglamento de ONG para el desarrollo. 
24 Decreto Ejecutivo 193/2017. 
25 Las asociaciones y fundaciones son reguladas por la LEY GENERAL SOBRE PERSONAS JURÍDICAS SIN 
FINES DE LUCRO - LEY N°. 147. Para las OSC extranjeras, la LEY DE REGULACIÓN DE AGENTES 
EXTRANJEROS y su NORMATIVA. 
26 Orden Ejecutiva 520 y La Ley 122-05 para la Regulación y Fomento de las Asociaciones Sin Fines de Lucro, 
regulada por el Reglamento no. 40-08, de fecha 16 de enero de 2008. 
27 Decreto N° 677. Normas sobre las Fundaciones, Asociaciones y Sociedades Civiles del Estado y el Control de 
los Aportes Públicos a las Instituciones Privadas Similares Gaceta Oficial de la República Bolivariana de 
Venezuela N° 3.574. Ley en Defensa de la Soberanía y Autodeterminación Nacional.  
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2.1 Creación 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha señalado que el libre y pleno ejercicio de la 
libertad de asociación impone a los Estados el deber de crear condiciones legales y fácticas en las cuales 
puedan desarrollar libremente su función. Si bien los Estados tienen la facultad para reglamentar la 
inscripción, vigilancia y control de las organizaciones dentro de sus jurisdicciones, el derecho de asociarse 
libremente sin interferencias prescribe que los Estados deben asegurar que los requisitos legales no 
impedirán, retrasarán o limitarán la creación o funcionamiento de las organizaciones 28. La CIDH ha 
señalado también que los Estados deben garantizar a su vez, que el registro de las organizaciones civiles de 
derechos humanos sea de manera rápida, exigiendo solamente los documentos necesarios para obtener la 
información adecuada a los fines del mismo. Igualmente, las leyes de los Estados deben establecer con 
claridad los plazos máximos para que las autoridades estatales respondan a las solicitudes registrales29. 
El Relator Especial de NNUU para la Libertad de Asociación ha hecho notar que un “procedimiento de 
notificación” se ajusta más a las normas internacionales de derechos humanos y debe ser aplicado por los 
Estados en lugar del “procedimiento de autorización previa, que implica recibir el visto bueno de las 
autoridades”. Con arreglo al procedimiento de notificación, las asociaciones pasan a ser personas jurídicas 
automáticamente, en cuanto sus fundadores notifican su creación a las autoridades. Se trata más bien de un 
trámite de presentación de la asociación mediante el cual la administración registra su establecimiento30.  

 
2.1.1 Sistemas de notificación o autorización previa 
Un aspecto critico en cuanto al acto jurídico de creación de las entidades civiles sin fines de 

lucro tiene que ver con la naturaleza del acto; si el registro constituye un “procedimiento de 
notificación”-es decir si es un registro o reconocimiento de acto previo basado en la voluntad de los 
miembros de las OSC- o más bien un “procedimiento de autorización previa”, si las OSC inician su 
vida jurídica solo cuando el Estado lo aprueba. Conforme a los estándares internacionales, el 
"procedimiento de notificación" asegura que el nacimiento a la vida jurídica de las asociaciones se da 
con la voluntad constitutiva de sus miembros fundadores, quienes luego notifican de su creación a las 
autoridades del Estado. Se trata de un trámite de inscripción de la asociación ante un registro público, 
sin que se requiera una autorización previa o licencia de funcionamiento que autorice su 
establecimiento.  

Del estudio comparado, se puede concluir que en términos predominantes los sistemas basados 
en normas de derecho civil, tanto codificados como los de common law, suelen establecer registros del 
tipo notificación, mientras que los sistemas basados en derecho administrativo, establecen registros con 
efecto de autorización previa, más lejanos a los estándares internacionales. El procedimiento de 
notificación se aplica en diversos países (Brasil, Colombia, Chile, México y el Uruguay. Mientras que 
el procedimiento de “autorización previa”, se expresa en un modelo de reconocimiento de la 
personalidad jurídica de estas entidades basado en la decisión de la autoridad administrativa, como es 
el caso de Bolivia, Guatemala, Nicaragua, El Salvador, Panamá, Ecuador, Paraguay o Venezuela. 

2.1.2 Entidad pública encargada de reconocer personalidad jurídica 
Las solicitudes para el reconocimiento de la personalidad jurídica de las entidades civiles se 

presentan ante una diversidad de agencias públicas. En Argentina se tramita ante la Inspección General 
de Justicia ("IGJ"), dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, que tiene a su cargo 
funciones registrales para las sociedades comerciales, como de las asociaciones civiles y fundaciones, 

 
28 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Segundo Informe sobre la Situación de las 
Defensoras y los Defensores de los Derechos Humanos en las Américas. OEA/Ser.L/V/II., 31 de diciembre de 
2011, paras. 157 and 163 y Corte I.D.H., Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Sentencia de 2 de febrero de 
2001. Serie C No. 72, pár. 158. 
29 Id. Segundo Informe sobre la Situación de las Defensoras y los Defensores de los Derechos Humanos en las 
América, pár. 541 (recomendación 18.) 
30 Consejo de Derechos Humanos/NNUU, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad de 
reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, A/HRC/20/27, 21 de mayo de 2012. 

https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/defensores2011.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/defensores2011.pdf
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si tienen domicilio legal en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, o ante las direcciones de personas 
jurídicas de cada provincia en el interior del país. En Brasil, el Código Civil (Ley 10.406/02) establece 
que el Ministerio Público es responsable por fiscalizar las fundaciones, que comprende capacidad de 
autorizar su creación, aprobar cambios de estatuto y dirigentes, y de determinar intervención en la 
fundación, en casos de desvío de finalidad. También incluye supervisión financiera y de actividades 
por medio de informes anuales de rendición de cuentas. Las asociaciones no tienen una agencia 
supervisora. 

En el caso de Bolivia, la Unidad de Personalidades Jurídicas del Vice Ministerio de Autonomías, 
dependiente del Ministerio de la Presidencia, tiene la atribución de aprobar la otorgación y registro de 
personalidad jurídica a organizaciones sociales, organizaciones no gubernamentales, fundaciones y 
entidades civiles sin fines de lucro que desarrollan actividades no financieras en más de un 
Departamento. En el caso de Guatemala, la Ley de ONGs (art 10) dispone que deben inscribirse en el 
REPEJU - Registro de Personas Jurídicas del Ministerio de Gobernación. La personalidad jurídica de la 
entidad es efecto del acto de su inscripción en el registro (ver art 18, Código Civil, con la redacción del 
Decreto 4-2020).  

Como ya se ha señalado, los países del caribe anglófono, basados en el common law, las 
“Companies Act" así como "Friendly Societies Act" regulan la constitución de personas jurídicas de 
derecho privado, estableciendo procedimientos comunes para la creación de compañías o sociedades 
comerciales, así como para las asociaciones civiles y entidades sin fines de lucro. Este tratamiento 
equivalente para las personas jurídicas ha significado en algunos países mejores prácticas de registro, 
menos arbitrarias, ya que generalmente se verifica que a la constitución de empresas se les suelen 
establecer ciertas facilidades o menores requisitos y costos de constitución, como es el caso de Panamá, 
donde se podía constituir un sociedad anónima para la creación de una entidad bancaria en 48 horas, 
mientras que una organización no gubernamental tiene que enfrentar trámites hasta por más de un 
año31. 

En este campo, la recolección de información da cuenta de la existencia en varios países 
latinoamericanos de diversos registros legales para las OSC, ante diferentes oficinas pública. Al 
respecto, la normativa colombiana establece que las OSC con el registro adquieren la personería 
jurídica, prohibiéndose que “cualquier autoridad pueda exigir requisito adicional para la creación o el 
reconocimiento de personas jurídicas” (Decreto 2150 de 1995, art 44). En algunos países como, por 
ejemplo: México, Perú y República Dominicana, las OSC pueden funcionar sin otros reconocimientos, 
pero para alcanzar beneficios fiscales, impositivos o financiamiento público, existen requerimientos 
administrativos adicionales, como ser el registro como entidades exentas de impuestas a la renta o 
utilidades, o la calificación como perceptoras de donaciones públicas por parte de las autoridades de 
Hacienda. 

Como se puede ver de la heterogeneidad de las agencias públicas encargadas del registro, 
reconocimiento y aprobación de la personalidad jurídica de las OSC, el problema más que una cuestión 
de ubicación en la estructura del Estado, tiene que ver con sus funciones y capacidades discrecionales 
sobre la creación de entidades civiles. En relación a las prácticas de implementación, de las reuniones 
de consulta realizadas se puede colegir que cuando estos registros están bajo instancias políticas, 
dependientes del Ejecutivo, como son los Ministerios de la Presidencia, Gobernación o Justicia, suelen 
ser más discrecionales y selectivos, que cuando estos registros públicos se desempeñan con mayor 
transparencia e igualdad, basados en criterios previos y razonables, como es el caso de estar situados 
bajo tuición de otras instancias, como pueden ser los Poderes Judiciales u otro tipo de órganos 
encargados de llevar registros públicos con mayor autarquía. Sin embargo, persiste el riesgo de la 
discrecionalidad en aquellos países donde no existe una rama judicial independiente del poder político. 
En ese sentido, los Estados deberían establecer órganos autónomos e independientes, dotados de 
recursos suficientes y personal idóneo, reclutado en base a méritos, de conformidad con la estructura 

 
31 Alianza Ciudadana Pro-Justicia, Entorno Legal y Situación de las OSC en Panamá: Informe de país, ICNL, 
2015. p. 28. 
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constitucional, organizacional y administrativa de cada Estado para promover y reconocer la 
personalidad jurídica de OSC y mantener un registro actualizado de conformidad con los estándares 
internacionales aplicables. 

2.1.3 Regulación estatal y autorregulación de las OSC 
Otro elemento clave tiene que ver con la intensidad del control sobre la creación, vida y 

gobierno interno de la organización. Algunas legislaciones, en el marco de la libertad contractual dejan 
que los miembros definan estos aspectos en sus Estatutos, siempre que cumplan los requisitos 
establecidos en las leyes o códigos del país, y no vayan contra el orden público, como es el caso de 
Argentina, Costa Rica y México y la nueva normativa ecuatoriana. Mientras que otros países, se le 
otorga a la administración una capacidad intrusiva sobre la vida interna de las Organizaciones, 
estableciendo cláusulas o el contenido que deben adoptar los estatutos, u otorga discreción al Estado 
para requerir a las OSC que modifiquen sus estatutos, como son los casos de Bolivia, que, ante estas 
observaciones, existe la posibilidad de impugnar judicialmente esta decisión.  

También, se ha identificado una regulación intrusiva sobre aspectos que deben estar establecidos 
en los Estatutos, como por ejemplo el requisito de paridad de género en la junta directiva de Costa Rica 
y el requisito de alineamiento al Plan Nacional de Desarrollo en Bolivia, que podría afectar la 
independencia programática de las organizaciones civiles, además de cerrar espacio a la crítica pública. 

Además, se han identificado otro tipo de restricciones o barreras legales para la creación de 
OSC, por ejemplo, imponer número mínimo de miembros; limitaciones en quienes pueden ser 
fundadores; costos oficiales onerosos. En el caso de Jamaica, por ejemplo, para establecer una OSC 
bajo el Friendly Societies Act, deben tener y mantener un mínimo de 21 miembros – una barrera 
altísima. Si se quiere constituir bajo el Companies Act, no existe esta barrera de membresía, pero el 
costo es más alto. Las OSC deberían tener la libertad de promover e incluir miembros de ciertas razas, 
géneros, zonas geográficas, etc. El Estado, por ejemplo, no tiene justificación para limitar de manera 
compulsiva la capacidad de una OSC de mujeres de tener una junta directiva compuesta únicamente 
por mujeres, lo que es considerado una intrusión en aspectos que hacen a la composición de cada 
organización. 

2.1.4 Buenas prácticas en el sistema de notificación 
También se identifican buenas prácticas en materia de establecimiento y registro de 

organizaciones civiles. Se ha estudiado el caso de la legislación de la República de Chile, que mediante 
la Ley N° 20.500, sobre “Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública”, de fecha 16 
de febrero de 2011, establece por primera vez un marco regulador general y comprehensivo sobre el 
derecho de las personas a asociarse y participar en los distintos espacios de la gestión pública. 

La Ley N° 20.500, establece un sistema más expedito y, sobre todo, garantizador, del derecho de 
asociarse, de carácter descentralizado, en el cual interviene en primer lugar la respectiva Municipalidad 
del domicilio de la organización que se crea o cuyo estatuto se modifica y, luego, el Servicio de 
Registro Civil e Identificación a cuyo cargo se encuentra el Registro Nacional de Personas Jurídicas 
Sin Fines de Lucro, como un registro nacional y único, en el cual se inscriben:  

• Asociaciones y fundaciones constituidas, conforme a lo dispuesto en el Código Civil. 
• Organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones comunales. 
• Personas jurídicas sin fines de lucro regidas por leyes especiales. 
• Los actos que determinen la composición de los órganos de dirección y administración de las 

personas jurídicas registradas. 
El sistema de registro es un avance de primera importancia en el derecho asociativo chileno. Con 

todo, cabe advertir que la Ley Nº 20.500 fue aprobada sin prever las necesidades de financiamiento 
básico para su implementación, de modo que, tanto las Municipalidades del país como el mismo 
Servicio de Registro Civil, han debido hacerse cargo de sus nuevas funciones legales con el mismo 
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personal, recursos profesionales y medios tecnológicos con que contaban antes de la vigencia de la ley, 
resintiéndose en términos prácticos algunos de los beneficios del nuevo sistema. 

También define que “Es deber del Estado promover y apoyar las iniciativas asociativas de la 
sociedad civil. Los órganos de la Administración del Estado garantizarán la plena autonomía de las 
asociaciones y no podrán adoptar medidas que interfieran en su vida interna. El Estado, en sus 
programas, planes y acciones, deberá contemplar el fomento de las asociaciones, garantizando 
criterios técnicos objetivos y de plena transparencia en los procedimientos de asignación de recursos” 
(Art. 2º).  

Así, este marco legislativo vincula la libertad de asociación con los derechos de participación y 
con las políticas públicas de fortalecimiento de la sociedad civil. Por una parte, define que las 
asociaciones se constituirán y adquirirán personalidad jurídica conforme al Código Civil (Art. 5°), y 
por otra, se crea un sistema de depósito y registro, gestionado con autonomía técnica, con cuya 
inscripción las organizaciones adquieren personalidad jurídica por el solo ministerio de la ley, 
superando las trabas burocráticas y el riesgo de decisiones discrecionales que poseía el antiguo sistema 
de concesión de la personalidad jurídica; además de un fondo de apoyo financiero a las OSC, regido 
por un Consejo, de carácter permanente y mixto. 

En el caso de Uruguay, las formas jurídicas que prevé el ordenamiento jurídico son las 
asociaciones civiles y las fundaciones reguladas por el Código Civil, así como por el Decreto Ley 
15.089 del 12 de diciembre de 1980 y la Ley 17.163 de 1º de septiembre de 1999, respectivamente. Se 
establece que el Ministerio de Educación y Cultura tiene la competencia para el reconocimiento de la 
personería jurídica de las entidades civiles, mediante su Dirección General de Registros Públicos, que 
ejerce el control administrativo de las asociaciones civiles y fundaciones; en consecuencia, lleva los 
registros públicos de los actos jurídicos de creación, funcionamiento, así como disolución y 
liquidación. 

La ciudadanía cuenta con los requisitos accesibles en línea32, así como existe la posibilidad de 
ingresar y monitorear solicitudes remotas vía internet. Para el reconocimiento de la personalidad 
jurídica, se presenta ante dichas oficinas básicamente cuatro libros –asistencia, contabilidad, estatutos, 
actas–, certificados notarialmente. Existe una amplia libertad, especialmente para las asociaciones 
civiles, para definir el contenido de sus estatutos. Aspectos como su autorregulación, autogobierno y 
funcionamiento interno, toma de decisiones democráticas, controles internos, ejercicio de los derechos 
y deberes de los socios o miembros, son definidos en los Estatutos; y luego estos son actos sujetos a 
registro público; para fines de inscripción y publicidad.  

En el caso de Costa Rica, la creación de las entidades civiles está regida por el Código Civil y la 
Ley de Asociaciones Nº 218, que define que la personería jurídica se adquiere con la inscripción de los 
estatutos en el Registro Nacional de Personas Jurídicas, dirigido por una Junta Administrativa, 
integrada por siete miembros colegiados: el Ministro de Justicia, quien la presidirá; un notario en 
ejercicio, de reconocida experiencia, nombrado por el Ministro de Justicia; el Director Nacional de 
Notariado y un representante de la Procuraduría General de la República, Colegio de Abogados de 
Costa Rica, Colegio de Ingenieros Topógrafos y el Instituto Costarricense de Derecho Notarial; lo que 
ha permitido consolidar una entidad con alta capacidad y autonomía de gestión técnica y 
administrativa. En México, la legislación civil establece claramente un sistema de carácter de 
notificación o declarativo de la voluntad de los miembros para la creación de una asociación civil. El 
procedimiento no se realiza ante una autoridad gubernamental sino ante un notario. Existe autonomía 
para definir la organización interna de la organización. Existen otro tipo de problemas, que tienen que 
ver con aspectos fiscales, impositivos y financieros, pero en la fase de constitución presenta un diseño 
bastante concordante a los estándares internacionales.  

 
32 Los requisitos para constituir una asociación o fundación se pueden consultar en la siguiente dirección: 
https://www.gub.uy/tramites/inscripcion-asociacion-civil-club-fundacion 

https://nam10.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.gub.uy%2Ftramites%2Finscripcion-asociacion-civil-club-fundacion&data=04%7C01%7CLToro%40oas.org%7Ce5efa01b821c4fb15a8c08da17dd8cc9%7C4fdc3f2315064175958c37999cee0941%7C0%7C0%7C637848539188273116%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C2000&sdata=xy5XcPxiCZqTGe5WVCo61VMhcThR2WcUdSzDt2G1fA4%3D&reserved=0
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En materia de procedimientos de registro, sistemas parecidos presentan el caso de Colombia, 
Perú y Paraguay, en el que las organizaciones civiles se conforman por escritura pública notariada bajo 
la legislación civil y son inscritas ante un registro público, que asegura la publicidad de sus actos 
jurídicos y representación legal. En Colombia, las organizaciones civiles se inscriben ante el  “Registro 
de entidades sin ánimo de lucro”, a cargo de las Cámaras de Comercio, instituciones privadas que 
gestionan este servicio público de manera delegada por el Estado33; mientras que en Paraguay, la 
inscripción es ante la Dirección General de Registros Públicos y Personas Jurídicas, dependiente del 
Poder Judicial, y en Perú ante la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos34 que es un 
organismo descentralizado autónomo de Sector Justicia. 

Consideramos que el modelo de tipo registral, donde una autoridad pública de manera 
independiente y competente reconoce la personalidad jurídica de las entidades civiles mediante la 
inscripción ante un  registro público, a fin de garantizar derechos frente a terceros, brindando la 
publicidad de los actos legales de las OSC, presenta un mejor abordaje para acercarse a los estándares 
internacionales, que definen que el nacimiento a la vida jurídica de las OSC debe darse por 
procedimientos de notificación o efecto declarativo. 

2.2 Funcionamiento 
Si bien los Estados tienen la facultad para reglamentar la inscripción, vigilancia y control de las 
organizaciones … el derecho de asociarse libremente sin interferencias prescribe que los Estados deben 
asegurar que los requisitos legales no impedirán, retrasarán o limitarán la creación o funcionamiento de las 
organizaciones35. 
Los Estados deben abstenerse de promover leyes y políticas que utilicen definiciones vagas, imprecisas y 
amplias respecto de los motivos legítimos para restringir las posibilidades de conformación y 
funcionamiento de las organizaciones de derechos humanos36. 

 
2.2.1 Regulación de determinaciones sobre actividades  
Los miembros de asociaciones deben tener la posibilidad de determinar libremente sus 

estatutos, estructura y actividades, así como de adoptar decisiones sin injerencia del Estado …37. 
Con algunas importantes excepciones, la legislación en la región no establece limitaciones al 

tipo de actividades que pueden realizar las OSC, permitiéndoles cumplir diferentes objetivos y 
finalidades, ya sean de beneficio público o de beneficio mutuo38. En México, por ejemplo, según el 
Código Civil Federal es posible que los individuos constituyan asociaciones “para realizar un fin 
común que no esté prohibido por la ley”39. En Colombia la legislación tampoco establece limitaciones 
para que las personas, sean naturales o jurídicas, constituyan entidades para realizar actividades en 
beneficio de sus asociados o de terceras personas, o de la comunidad en general40. En términos 
similares, la Ley No. 122-05 sobre Regulación y Fomento de las Asociaciones sin Fines de Lucro en 
República Dominicana señala que las asociaciones se constituyen para conseguir unas “finalidades 

 
33 Véase República de Colombia, Decreto 2150 de 1995, Decreto 427 de 1996, Decreto 019 de 2012 
34 Véase Reglamento de Inscripciones del Registro de Personas Jurídicas (Res. N° 038-2013-SUNARP-SN) 
35 CIDH, Segundo informe sobre la situación de defensores, párr. 163. 
36 CIDH, Segundo Informe, ¶165. 
37 Naciones Unidas Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/20/27, Informe del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, 21 de mayo de 2012. ¶ 64. 
38 Una organización de beneficio público es una entidad organizada y operada principal o exclusivamente para el 
beneficio del público o de algún segmento del público.  Una organización de beneficio mutuo es una entidad 
organizada y operada principalmente para el beneficio mutuo de un grupo de individuos. Guía para las leyes que 
afectan a las organizaciones cívicas. pág. 102. 
39 Artículo 2670 del Código Civil Federal. 
 https://www.oas.org/dil/esp/C%C3%B3digo%20Civil%20Federal%20Mexico.pdf  
40 Artículo 633, Código Civil Colombiano. 

http://www.sunarp.gob.pe/viewdocument.asp?RutaFile=Contenido_Documentos%5CDOCUMENTO_CONTENIDO%5C377_183680&NombreFile=Central+Resoluci%C3%B3n+038%2D2013%2DSN%2Epdf
https://www.oas.org/dil/esp/C%C3%B3digo%20Civil%20Federal%20Mexico.pdf
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lícitas, comunes, de interés general o particular”41. En países del Caribe, como Dominica y Grenada, 
las leyes indican que a efectos de obtener el registro las actividades de la organización deben 
restringirse a aquellas que sean de carácter patriótico, religioso, filantrópico, caritativo, educativo, 
científico, literario, histórico, artístico, social, profesional, fraternal, deportivo o atlético, o similar, o a 
la promoción de algún otro objeto útil42.  

En otro ejemplo, la Ley N° 20.500 en Chile establece que las personas tienen “la facultad de 
crear asociaciones que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales”43. En esta 
ley también se establecen limitaciones a las actividades de las organizaciones, haciendo uso de los 
términos del Artículo 22 del PIDCP: “[p]rohíbanse las asociaciones contrarias a la moral, al orden 
público y a la seguridad del Estado”44.  Nótese como en el mismo artículo se hace uso de un término 
ambiguo para establecer limitaciones adicionales: “[l] as asociaciones no podrán realizar actos 
contrarios a la dignidad y valor de la persona, al régimen de Derecho y al bienestar general de la 
sociedad democrática”45, dejando a discreción de la autoridad la determinación de la actividad que no 
cumple con esta prohibición.   

En el panorama regional, destacan normas que claramente contravienen los estándares 
internacionales arriba anotados, como la ley de Bolivia. En esta se establece que las OSC deben 
mencionar en sus estatutos su contribución al desarrollo económico y social46. El Decreto Supremo que 
reglamenta la Ley, requiere que para cumplir con este requisito las organizaciones deben precisar “el 
alcance de sus actividades orientadas a contribuir al desarrollo económico social, tomando en cuenta 
los lineamientos establecidos en la planificación nacional, las políticas nacionales y las políticas 
sectoriales”47. Las respuestas de las OSC a una encuesta realizada en 2015 señalaban que adecuar sus 
estatutos para especificar la contribución de la OSC al desarrollo social económico del país, implicaba 
que los funcionarios ejercieran su discreción al revisar los objetivos, fines e incluso en la misión de la 
organización e insistir en cambios antes de aprobar el registro48. Esta disposición claramente no 
permite que las OSC ejerzan su libre determinación sobre las actividades a realizar. 

En un sentido similar, la ley en Cuba establece que se puede denegar la personería jurídica de 
una OSC cuando “sus actividades pudieran resultar lesivas al interés social”49. En otro ejemplo, la ley 
de Guatemala prohíbe a las organizaciones no gubernamentales usar financiamiento externo para 
realizar actividades que alteren el orden público. La violación de esta prohibición puede resultar en la 
cancelación del registro de la organización50. El uso de términos ambiguos como lesivas al interés 
social o alteren el orden público” son problemáticos porque no permite que una OSC determine 
inequívocamente qué actividad sería lesiva al interés social o alteraría el orden público. Esto a su vez 
permite a la autoridad ejercer gran discrecionalidad en la determinación de la actividad prohibida.  

 
41 Artículo 32 del Reglamento No. 40-08, de fecha 16 de enero de 2008, para la Aplicación de la Ley No. 122-05, 
sobre Regulación y Fomento de las Asociaciones sin Fines de Lucro en la República Dominicana, G. O. No. 
10457 del 18 de enero de 2008. 
42 Ver Companies Act, section 328 de Dominica, y Company Act, section 328 de Grenada.  
43 Artículo 1, Ley 20.500. 
44 Artículo 1, Ley 20.500. 
45 Ídem. Énfasis agregado. 
46 Artículo 1, Para II, inciso 1). Ley No. 351. Marzo, 2013. 
47 Artículo 11 del DS 1597/13.  
48 Jocelyn Nieva y Claudia Guadamuz, Retos y Oportunidades para Promover Entornos Legales más Favorables 
para las Organizaciones de Sociedad Civil. ICNL, Octubre de 2005 p. 24.  
49Artículo 8 de la Ley 54. Énfasis agregado. 
50 Artículo 13, Decreto 4-2020. Énfasis agregado. 

https://nam10.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.icnl.org%2Fwp-content%2Fuploads%2Four-work_ICNL-Informe-Regional-Retos-y-Oportunidades.pdf&data=04%7C01%7CLToro%40oas.org%7Ce5efa01b821c4fb15a8c08da17dd8cc9%7C4fdc3f2315064175958c37999cee0941%7C0%7C0%7C637848539188273116%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C2000&sdata=V9dYQVPlQPoWMC5FfghsDE5xEp9CTBe%2FWiKmkuBOexg%3D&reserved=0
https://nam10.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.icnl.org%2Fwp-content%2Fuploads%2Four-work_ICNL-Informe-Regional-Retos-y-Oportunidades.pdf&data=04%7C01%7CLToro%40oas.org%7Ce5efa01b821c4fb15a8c08da17dd8cc9%7C4fdc3f2315064175958c37999cee0941%7C0%7C0%7C637848539188273116%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C2000&sdata=V9dYQVPlQPoWMC5FfghsDE5xEp9CTBe%2FWiKmkuBOexg%3D&reserved=0
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2.2.2 Requisitos de readecuación a los requerimientos de una nueva ley o de solicitar 
nuevamente el reconocimiento del Estado 

En caso de adopción de nuevas leyes, no se debe exigir la reinscripción de todas las 
asociaciones ya registradas, a fin de protegerlas contra denegaciones arbitrarias o la interrupción de 
sus actividades51. 

La gran mayoría de los países no requieren solicitar nuevamente el registro de OSC o ajustes 
para cumplir con nuevas leyes como condición para la personería jurídica. No obstante, se observa una 
tendencia preocupante en algunos países que mediante nuevas leyes requieren que las organizaciones 
ya registradas inicien un nuevo proceso de registro ante la misma instancia que les otorgó la personería 
jurídica o ante una entidad de gobierno diferente como condición para seguir operando. El problema 
con requerir la readecuación para cumplir con una nueva ley o la renovación de la autorización para 
operar es que ello puede resultar en denegaciones arbitrarias o en la interrupción de las operaciones de 
las organizaciones. Los ejemplos que se comparten a continuación ilustran esta tendencia. 

La legislación de Bolivia y Guatemala requieren a las organizaciones readecuarse a los 
requerimientos de una nueva ley como condición para continuar operando. En Bolivia, el Decreto 
Supremo que implementa la Ley No. 351 requiere que toda organización que desarrolla actividades en 
más de un departamento y que obtuvo su personalidad jurídica con anterioridad debe adecuarse a lo 
dispuesto en la nueva norma. Las OSC bolivianas han llamado la atención a las dificultades que 
enfrentan para cumplir con este requisito52 .  

En Guatemala, el Decreto 4-2020 requiere que las organizaciones ya registradas actualicen su 
información para cumplir con los requisitos de la ley53, entre los que se encuentran incluir en su 
denominación la identificación de ONG, Asociación, Fundación, Federación o Confederación, según 
sea el caso, así como el tipo de organización54. Aunque la actualización de información podría 
entenderse como un procedimiento sencillo, la reciente implementación de esta norma ha resultado en 
problemas difíciles de enfrentar para las organizaciones. Dado que el Registro de Personas Jurídicas 
está centralizado en la capital, las OSC que operan fuera de la misma deben destinar recursos para 
movilizarse desde zonas a veces muy remotas a realizar los trámites correspondientes. Errores en la 
presentación de la información de parte de la organización, así como respuestas inconsistentes de parte 
de funcionarios de Registro, pueden resultar en atrasos e incremento en los costos que resultan 
prohibitivos para muchas de las organizaciones. De conformidad con esta norma, el incumplimiento de 
esta obligación puede resultar en la cancelación del registro de la organización55. Otro problema con 
este tipo de requisitos es su periodicidad. La ley en Haití establece que el certificado de autorización 
para operar es válido por dos años, lo que implica que la OSC deberá renovar el documento ante el 
Ministerio de Asuntos Laborales y Sociales56. 

Por su parte, la Ley de Regulación de Agentes Extranjeros de Nicaragua obliga a una 
organización a obtener un nuevo reconocimiento legal del Estado a pesar de haber obtenido 
previamente su personalidad jurídica. Según esta ley una OSC cuyas actividades sean “financiadas o 
subsidiadas en su totalidad o en parte por gobiernos, capital, empresas o fondos extranjeros, sea 
directamente o por medio de terceros, sean personas físicas o jurídicas” deben registrarse en el Registro 

 
51 Naciones Unidas Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/20/27, Informe del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, 21 de mayo de 2012, párr. 62. 
52 Ídem. Las OSC señalaban también los altos costos del trámite de readecuación lo que los obligó a “adecuar los 
presupuestos porque nadie de los cooperantes financia el cambio de estatutos, menos aún para una readecuación 
cuando ya se tiene la personería jurídica”. 
53 Artículo 23 Decreto 4-2020. 
54 Artículos 6 y 4 del Decreto 4-2020. 
55 Artículo 23, Decreto 4-2020. 
56 Ver la información sobre cómo registrar una asociación en Haití en: 
https://www.enfositwayen.com/post/comment-enregistrer-une-association-en-ha%C3%Afti  

https://www.enfositwayen.com/post/comment-enregistrer-une-association-en-ha%C3%Afti
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de Agentes Extranjeros57. Las sanciones aplicables a una organización que no cumpla con la obligación 
de inscribirse en este Registro incluyen: multas, cancelación de la personería jurídica sin perjuicio de 
responsabilidad penal por delitos contra la seguridad del Estado, intervención de fondos y bienes, así 
como la prohibición de realizar actividades58.  

Como se anotó previamente, solicitar registrarse nuevamente o renovar la autorización para 
operar puede resultar en interrupciones en las actividades de las organizaciones. Procedimientos 
administrativos burocráticos, lentitud en la respuesta de los funcionarios, así como altos costos en los 
que deben incurrir las OSC para cumplir con estas obligaciones afectan negativamente sus actividades. 
Esta era la situación de organizaciones receptoras de la cooperación internacional en Perú, quienes 
debían renovar la vigencia de su registro ante la Agencia Peruana de Cooperación Internacional (APCI) 
cada dos años59. Para obtener la renovación, las organizaciones debían someterse a un procedimiento 
de supervisión que podía durar varios meses. Mientras la organización no culminara la supervisión 
satisfactoriamente no podía recibir fondos de la cooperación internacional, lo cual afectaba su 
capacidad de servir a sus beneficiarios. Ante esta situación, un grupo de organizaciones demostraron a 
funcionarios de APCI como estos problemas afectaban principalmente a la población vulnerable que se 
atienden con dichos recursos. Como resultado de dicha incidencia, APCI eliminó el requisito de 
renovación del registro de las organizaciones ante esa entidad60.  

2.2.3 Requisitos de información sobre sus operaciones 
La CIDH considera que si bien es un fin perfectamente legítimo solicitar información a 

organizaciones no gubernamentales para fines estadísticos, tributarios o para actualizar las cifras 
macroeconómicas del país, los Estados en las revisiones y solicitudes de información a las 
organizaciones, no deben exceder los límites de confidencialidad que éstas requieren para su libre 
accionar con independencia, ni condicionar el registro exclusivamente a la presentación de dicha 
información61. 

El Relator Especial alerta contra las obligaciones frecuentes, onerosas y burocráticas de 
presentación de informes, que pueden llegar a obstruir indebidamente la labor legítima de las 
asociaciones. Por consiguiente, los controles deben ser justos, objetivos y no discriminatorios, y no 
deben servir de pretexto para silenciar las críticas62. 

La CIDH considera … que los recursos financieros que reciban las organizaciones no son, en 
principio, de carácter público. En cambio, las organizaciones de la sociedad civil se constituirán como 
sujetos obligados en virtud del derecho de acceso a la información, cuando presten servicios públicos 
o ejecuten, en nombre del Estado, recursos públicos. En cualquier caso, los Estados pueden solicitar 
legítimamente información a las organizaciones sobre sus relaciones jurídicas privadas cuando 
realicen funciones de investigación de algún delito, o bien, fiscalización tributaria63. 

 
57 Ver artículos 3 y 4 de la Ley de Registro de Agentes Extranjeros.  
58 Ver artículos 13 y 16 de la Ley de Registro de Agentes Extranjeros. 
59 En mayo de 2015, la APCI emitió la Resolución Directoral Ejecutiva N° 085-2015-APCI-DE, modificando los 
requisitos para que las ONG y las organizaciones extranjeras que realizan actividades de cooperación técnica 
internacional renueven su inscripción, en el Registro Nacional de ONG y ENIEX, respectivamente. En 
consecuencia, para renovar su registro, dichas organizaciones debían a) acreditar que la APCI supervisó el uso de 
los recursos de la Cooperación Internacional No Reembolsable (CINR); b) proporcionar un informe anual de 
gestión y un plan anual de actividades para el año siguiente; c) demostrar el cumplimiento de las 
recomendaciones de la APCI; así como d) comprobar que cuentan con un Registro Único de Contribuyente 
(RUC) vigente. 
60 El Decreto Supremo 16-2019-RE, Reglamento de Infracciones y Sanciones de la Agencia Peruana de 
Cooperación Internacional – APCI no incluye la “no renovación” de la inscripción de Registro como infracción.  
61 CIDH, Segundo Informe párr. 177. 
62 Naciones Unidas Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/23/39, Informe del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, 24 de abril de 2013, párr. 38. 
63 CIDH, Segundo Informe párr. 182. 
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La presentación de informes programáticos o financieros relacionados a las actividades de las 
OSC es una obligación incluida en la legislación de casi todos los países de la región; sin embargo, el 
alcance de los requisitos de información que deben presentarse varía de país a país. Requisitos simples 
en la presentación de informes se observan en Argentina donde la Ley del Impuesto a las Ganancias 
establece que estas deben presentar balances financieros, y en el caso de las fundaciones64, el Código 
Civil y Comercial establece que las OSC deben presentar sus planes de acción y bases presupuestarias 
a la Dirección de Personas Jurídicas de la provincia en que están registradas65. La ley en República 
Dominicana66 requiere la presentación de una declaración jurada informativa anual ante la Dirección 
General de Impuestos Internos, informando sobre los ingresos brutos obtenidos, pasivos, activos, así 
como contribuciones recibidas y detalle de donaciones internacionales recibidas. En el Caribe, la ley en 
Antigua ofrece otro ejemplo de requisitos simples al requerir a las OSC un informe anual sobre activos 
y pasivos de la organización67.  

Ahora bien, aunque los estándares internacionales señalan que los Estados deben abstenerse de 
promover leyes que utilicen definiciones vagas, imprecisas y amplias que restringirían el 
funcionamiento de las organizaciones, en varios países de la región observamos una tendencia a 
establecer requisitos abiertos de información que las OSC deben cumplir. En el caso del Código Civil 
de Chile, las asociaciones y fundaciones podrán ser requeridas de presentar al Ministerio de Justicia 
“… las actas de las asambleas y de las sesiones de directorio, las cuentas y memorias aprobadas, libros 
de contabilidad, de inventarios y de remuneraciones, así como cualquier otra información respecto del 
desarrollo de sus actividades”68.  

De forma similar en México, las OSC que cuentan con la Clave Única de Registro (CLUNI)69 
deben entregar informes anuales sobre sus actividades realizadas y el cumplimiento de sus propósitos, 
junto con información financiera sobre su situación, especialmente pero no exclusivamente sobre su 
uso de fondos públicos. Además, deben proporcionar la información que les sea requerida por 
autoridad competente sobre sus fines, estatutos, programas, actividades, beneficiarios, fuentes de 
financiamiento nacionales o extranjeras o de ambas, patrimonio, operación administrativa y financiera, 
y uso de los apoyos y estímulos públicos que reciban70. Un lenguaje similar se encuentra en la ley de 
las Bahamas71 según la cual, la autoridad puede requerir en cualquier momento información financiera 
de la organización. 

Otras legislaciones establecen requisitos de información excesivos sobre las actividades 
financieras de la organización, así como obligaciones frecuentes y onerosas en la presentación de 
informes. Este es el caso de la legislación en Haití la cual requiere que las OSC presenten cada tres 
meses una copia de la notificación de crédito emitida por un banco que certifique el depósito de 
divisas; además deben proporcionar a cualquier delegado de los ministerios correspondientes, 

 
64 Artículo 18, Ley de Impuestos a las Ganancias, Argentina. 
65 Articulo 199 Código Civil y Comercial, Argentina. 
66 Artículo 160 del Reglamento 40-08. Las OSC deben dar cuenta de cada una de las contribuciones recibidas 
durante el año (con datos de nombres y direcciones de los donantes) y relación detallada de cada una de las 
donaciones internacionales recibidas especificando datos de entidad donante, monto, programas y proyectos para 
donde fueran destinados los recursos. 
67 Artículo 26, Friendly Societies Act. http://laws.gov.ag/wp-content/uploads/2018/08/cap-184.pdf  
68 Articulo 557 y 557-1, Código Civil Chile.  
69 La Clave Única de Inscripción (CLUNI) es un instrumento indispensable para que las organizaciones de la 
sociedad civil (OSC) puedan acceder a los apoyos y estímulos del Gobierno Federal y facilitar el cumplimiento 
de sus actividades. Ver: 
http://www.corresponsabilidad.gob.mx/sistema/sirfosc/seccionpagina/contenido/seccioncontenido/Anexos/archiv
os/Anexo245.pdf  
70 Artículo 7, Ley de Fomento. 
71 Articulo 22 Non profit organization ACT 2019. 

http://laws.gov.ag/wp-content/uploads/2018/08/cap-184.pdf
http://www.corresponsabilidad.gob.mx/sistema/sirfosc/seccionpagina/contenido/seccioncontenido/Anexos/archivos/Anexo245.pdf
http://www.corresponsabilidad.gob.mx/sistema/sirfosc/seccionpagina/contenido/seccioncontenido/Anexos/archivos/Anexo245.pdf
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información, documentos o registros que faciliten el control, seguimiento y evaluación previstos en la 
ley72, entre otros requisitos.  

Entre los ejemplos de requisitos frecuentes, onerosos y burocráticos de presentación de informes, 
destaca la Ley de Regulación de Agentes Extranjeros de Nicaragua. Aunque, la ley que regula la 
constitución de personas jurídicas sin fines de lucro en ese país establece como única obligación la 
remisión al Ministerio de Gobernación del balance contable al finalizar el año fiscal73, las 
organizaciones registradas como agentes extranjeros están obligadas a requisitos de información más 
extensos y frecuentes. De conformidad con la Ley de Regulación de Agentes Extranjeros, las 
organizaciones que sean “financiadas o subsidiadas en su totalidad o en parte por gobiernos, capital, 
empresas o fondos extranjeros”74 deben presentar detallados informes mensuales sobre el uso de las 
donaciones recibidas como los ingresos y gastos, desembolsos, contrataciones y actividades vinculadas 
a su desempeño como agentes extranjeros75. 

La Normativa que implementa esta ley establece que, una vez revisada la información mensual 
presentada por el agente extranjero, la autoridad competente tiene la facultad de solicitar la 
información necesaria para verificar el uso y destino de los fondos reportados76. En este caso la norma 
no establece plazos para que la autoridad competente se pronuncie sobre si encuentra conforme el 
destino o uso de los fondos, mientras tanto la OSC no puede determinar con precisión si debe esperar 
indefinidamente la respuesta de la autoridad. Ello resulta en que la autoridad puede ejercer su 
discrecionalidad para retrasar indefinidamente las operaciones de una OSC.  

Aunque en general la legislación revisada para esta sección no establece obligaciones de que los 
informes financieros sean preparados por un contador, en algunos países la calidad y tipo de informes 
que las OSC deben presentar amerita la contratación de esos servicios. En algunas leyes se establecen 
requisitos de llevar contabilidad (República Dominicana)77, de presentar informes de conformidad con 
los principios de contabilidad de aceptación general (Chile, Guatemala, México)78 y de llevar registros 
de sus actividades los cuales deben estar disponibles en cualquier momento para ser inspeccionados por 
la autoridad tributaria (Jamaica)79. En Chile, cuando los ingresos totales anuales de la organización 
superan los límites definidos por resolución del Ministerio de Justicia, estas deberán someter su 
contabilidad, balance general y estados financieros al examen de auditores externos independientes80.  

De conformidad con los estándares internacionales, la información sobre los recursos financieros 
de las OSC no debe ser de carácter público a menos que éstas ejecuten recursos públicos. La ley de 
Chile cumple con este estándar ya que requiere que las asociaciones que reciben fondos públicos 
informen acerca del uso de esos recursos ya sea publicándolo en su sitio electrónico o en su defecto en 
otro medio81. De igual forma la ley chilena requiere que las organizaciones de interés público den a 
conocer anualmente su balance contable de la misma forma82.  

A diferencia de la norma chilena, las leyes en Colombia y Guatemala aplican requisitos de 
transparencia que van más allá de la publicidad de los recursos públicos. Así, por ejemplo, la ley en 

 
72 Artículo 28, Decreto 14.09. 1989. 
73 Artículo 13, inciso f) Ley No. 147. Ley General Sobre Personas Jurídicas Sin Fines De Lucro. 
74 Artículo 3, Ley de Regulación de Agentes Extranjeros. 
75 Artículo 7, Ley de Regulación de Agentes Extranjeros. 
76 Artículo 5, inciso e). Normativa para la Regulación, Supervisión y Sanción de Agentes Extranjeros (la 
Normativa), Acuerdo Ministerial No. 03-2021. 
77 Artículo 46. LEY 122-05 Para La Regulación y Fomento De Las Asociaciones Sin Fines De Lucro En 
República Dominicana. 
78 Artículo 577-1 Código Civil de Chile; Articulo 11 Decreto 4-2020 de Guatemala; Artículo 7, III de la Ley 
Federal De Fomento A Las Actividades Realizadas Por Organizaciones De La Sociedad Civil. 
79 The Charities Act 2013, Section 27. 
80 Artículo 577-1 Código Civil. 
81 Artículo 17, Ley 20-500 Chile.  
82 Artículo 17, Ley 20-500 Chile. 
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Colombia83 aplica el requisito de publicidad a entidades sin ánimo de lucro que buscan mantenerse en 
el Régimen Tributario Especial para obtener exenciones del impuesto sobre la renta y recibir 
donaciones con incentivos fiscales. A estas entidades se les requiere elaborar una memoria económica 
y hacerla accesible al público a través de una plataforma de transparencia84. Por su parte la ley 
guatemalteca que regula la inscripción de las organizaciones no gubernamentales requiere que éstas 
brinden información sobre todo lo vinculado a su constitución, inscripción, reglamento, control y 
liquidación, y de sus asociados haciéndolo disponible en el Registro de las Personas Jurídicas 
(REPEJU) el cual es de acceso y consulta pública, sin ninguna limitación85.   

Es necesario recordar que si bien los Estados pueden requerir información a las OSC estos deben 
respetar los límites de la confidencialidad para que puedan realizar sus actividades86. De igual manera, 
las buenas prácticas internacionales recomiendan que tanto donantes y beneficiarios de las OSC 
permanezcan anónimos, además de proteger toda otra información confidencial o propia de la 
organización87. Asimismo, se ha podido comprobar que muchas veces los Estados piden información a 
las OSC que ya la tienen en los respectivos registros, como impuestos, Estados financieros, pagos a la 
seguridad social, etc.88. 

2.2.4 Los requisitos aplicables al sector en materia de la lucha contra el lavado de activos y 
el financiamiento al terrorismo 

Las medidas para proteger a las [organizaciones sin fines de lucro u OSFL] del potencial abuso 
para financiamiento del terrorismo deberán estar focalizadas y en línea con el enfoque basado en 
riesgo. También es importante que dichas medidas sean establecidas de manera que respeten las 
obligaciones de los países con base en la Carta de las Naciones Unidas y el derecho internacional 
humanitario89. 

Las medidas adoptadas por los países para proteger a las OSFL frente al abuso para el 
financiamiento del terrorismo no deben interrumpir o desalentar las actividades caritativas legítimas. 
Más bien estas medidas deben promover la transparencia y fomentar una mayor confianza entre las 
OSFL, tanto en toda la comunidad donante como entre el público en general, en cuanto a que los 
fondos y servicios de beneficencia lleguen a los beneficiarios legítimos que se pretende90. 

 
83 Estatuto Tributario Nacional.  https://estatuto.co/ ; 
https://www.dian.gov.co/impuestos/sociedades/ESAL/Memoria-Economica/Paginas/default.aspx  
84 Ver el ejemplo de esta organización y la información que pone a disposición del público: 
https://foro.org.co/politica-de-transparencia-rte-dian/  
85 Artículo 10, Decreto 4-2020. 
86 Segundo Informe, 177. 
87 Guía para las leyes que afectan a las organizaciones cívicas. Sección 8.6, pág. 74. 
88 Ver, por ejemplo, ICNL, Global NPO Coalition on FATF, Mapeo sobre el riesgo de financiamiento de 
terrorismo en las organizaciones sin fines de lucro entre los países miembros del Grupo de Acción Financiera de 
Latinoamérica: Informe regional del sector de organizaciones sin fines de lucro, p. 48-53, 
https://www.icnl.org/wp-content/uploads/Regional-Report-for-Final-09.24.2021.pdf. 
89 Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), Estándares Internacionales Sobre La Lucha Contra El 
Lavado de Activos y El Financiamiento del Terrorismo y La Proliferación, Nota Interpretativa de la 
Recomendación 8, Secc. A.2, Febrero 2012 (Actualizado en octubre de 2021), disponible en 
https://www.gafilat.org/index.php/es/biblioteca-virtual/gafilat/documentos-de-interes-17/publicaciones-
web/4013-recomendaciones-metodologia-actdic20-1/file. La Recomendación 8 del GAFI establece, en parte: 
“Los países deben revisar la idoneidad de las leyes y regulaciones relativas a las entidades sin fines de lucro que 
el país ha identificado como vulnerables para su abuso para el financiamiento del terrorismo. Los países deben 
establecer medidas focalizadas y proporcionales, en línea con el 
enfoque basado en riesgo, a tales organizaciones sin fines de lucro para protegerlas del abuso para el 
financiamiento del terrorismo…”. El GAFI reconoce que no todas las OSFL son de alto riesgo, y algunas pueden 
representar poco o ningún riesgo. Ver Nota Interpretativa de la Recomendación 8, Secc. C.5. 
90 Ibid., Secc. B.4(d). 

https://estatuto.co/
https://www.dian.gov.co/impuestos/sociedades/ESAL/Memoria-Economica/Paginas/default.aspx
https://foro.org.co/politica-de-transparencia-rte-dian/
https://www.gafilat.org/index.php/es/biblioteca-virtual/gafilat/documentos-de-interes-17/publicaciones-web/4013-recomendaciones-metodologia-actdic20-1/file
https://www.gafilat.org/index.php/es/biblioteca-virtual/gafilat/documentos-de-interes-17/publicaciones-web/4013-recomendaciones-metodologia-actdic20-1/file
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Si bien los Estados tienen la responsabilidad de combatir el blanqueo de dinero y el terrorismo, 
nunca debe invocarse esa obligación como justificación para socavar la credibilidad de una 
organización, ni para obstaculizar arbitrariamente a sus actividades legítimas. A fin de impedir que las 
organizaciones terroristas utilicen indebidamente a las asociaciones, los Estados deben poner en 
práctica mecanismos alternativos para mitigar ese riesgo, como leyes bancarias y leyes penales que 
prohíban los actos de terrorismo91. 

Sumado a las obligaciones de entregar informes financieros y programáticos mencionados en 
subsecciones anteriores, algunos países obligan a las OSC cumplir con leyes especiales enfocadas en la 
lucha antilavado de activos y contra el financiamiento al terrorismo (ALA-CFT). Estas normas, a su 
vez, están inspiradas por los estándares globales sobre regulación en la materia emitidos por el Grupo 
de Acción Financiera Internacional (GAFI), presentados de manera resumida arriba. Las obligaciones 
que aplican a las OSC varían entre países en cuanto a cuáles son las OSC cubiertas por la norma y las 
medidas de debida diligencia y de informar a las autoridades que están obligadas a cumplir. Un repaso 
de algunas leyes ALA-CFT de la región, a continuación, refleja la variedad de enfoques adoptados.  

 
91 Naciones Unidas Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/20/27, Informe del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, 21 de mayo de 2012, párr. 70. 
92 Obligados Artículo 15 Bis Ley 8204 Costa Rica. 

País Cómo identificar las OSC 
sujetas a la ley 

Entre las obligaciones que las OSC deben cumplir se encuentran… 

C
os

ta
 R

ic
a 

La ley no identifica las OSC 
sujetas, sino la actividad 
vulnerable: 
La actividad de organización 
sin fines de lucro que envíe o 
reciba dinero procedente de 
jurisdicciones 
internacionalmente 
catalogadas de riesgo o que 
mantengan relaciones con 
matrices, sucursales o filiales 
extranjeras ubicadas en 
ellas92. 

Obtener y conservar información acerca de la verdadera identidad de las personas en 
cuyo beneficio se abra una cuenta o se efectúe una transacción, cuando existan dudas 
acerca de que tales clientes puedan no estar actuando en su propio beneficio. 

• Registrar y verificar, por medios fehacientes, la identidad, la representación, el 
domicilio, la capacidad legal, la ocupación o el objeto social de la persona, así 
como otros datos de su identidad, ya sean clientes ocasionales o habituales. 
• Mantener, durante la vigencia de una operación y al menos por 5 años, a partir 
de la fecha en que finalice la transacción, los registros de la información y 
documentación requeridas en este artículo. 
• Conservar, por un plazo mínimo de 5 años, los registros de la identidad de sus 
clientes. 
• Registrar en el formulario diseñado por el órgano de supervisión y 
fiscalización competente, el ingreso o egreso de transacciones, incluidas las 
transferencias desde el exterior o hacia él, en moneda nacional o extranjera, 
iguales o superiores a los US$10.000,00. 
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93 Ver reforma al Acuerdo Gubernativo Número 118-2002 de fecha 17 de abril de 2002, Reglamento de la Ley 
Contra el Lavado de Dinero u Otros activos, Acuerdo Gubernativo 443-2013, Art. 5, numeral II, literal k. 
94 Las OSC guatemaltecas deben cumplir con una lista de más de 20 obligaciones, Ver Ley contra el Lavado de 
Dinero y Otros Activos, Decreto 67-2011, artículos 19 - 25, 27- 29, y 36. Ver Reglamento de la Ley contra el 
Lavado de Dinero y otros Activos, Acuerdo Gubernativo 118-2002 reformado por el Acuerdo Gubernativo 443-
2013, artículos 6 - 7, 9- 10, 12 – 19, 27 y 36. 
95 Artículo 17, inciso XIII, LFPIORPI, México. 
96 Para El equivalente monetario de los umbrales establecidos en esta disposición se debe considerar que según el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) la Unidad de Medida Vigente para el 2021 en $89.62 pesos 
mexicanos. Ver sitio web del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, INEGI. 
https://www.inegi.org.mx/temas/uma/ . 

G
ua

te
m

al
a 

Toda persona jurídica sin 
fines de lucro que reciba, 
administre o ejecute fondos 
del Estado y/o reciba o envíe 
fondos del o hacia el 
extranjero93. 

• Proporcionar a la IVE información relacionada con las transacciones financieras, 
comerciales o de negocios que puedan tener vinculación con el delito de lavado 
de dinero u otros activos, así como cualquier otra información que ésta les 
solicite. 

• Implementar programas de cumplimiento y auditorías, incluyendo la designación 
de un oficial de cumplimiento responsable de dar cumplimiento a la ley y los 
programas de la organización. 

• Adoptar las medidas necesarias para obtener, actualizar, verificar y conservar la 
información acerca de la verdadera identidad de terceras personas en cuyo 
beneficio se abra una cuenta o se lleve a cabo una transacción. 

• Establecer procedimientos que aseguren un alto nivel de integridad del personal 
y de conocimiento de los antecedentes personales, laborales y patrimoniales de 
los empleados94. 

M
éx

ic
o 

La ley no identifica las OSC 
sujetas, sino la actividad 
vulnerable: 
La recepción de donativos por 
parte de las asociaciones y 
sociedades sin fines de lucro 
es considerada una actividad 
vulnerable y, en consecuencia, 
las donaciones deben ser 
identificadas según lo 
establecido en la Ley: “la 
recepción de donativos… por 
un valor igual o superior al 
equivalente a un mil 
seiscientas cinco veces el 
salario mínimo vigente. Serán 
objeto de Aviso ante la 
Secretaría cuando los montos 
de las donaciones sean por 
una cantidad igual o superior 
al equivalente a tres mil 
doscientas diez veces el 
salario mínimo vigente”95. 

Si una organización recibe donativos de una misma persona (acumulables en un 
periodo de seis meses) por un monto igual o superior a 1,605 Unidades de Medida -
equivalentes a unos $143,840.1 pesos mexicanos o aproximadamente US$6,987.65 
debe elaborar y mantener archivados expedientes sobre la información de clientes 
(donantes) y usuarios identificados. Si esos donativos son iguales o superiores a 
3,210 Unidades de Medida -equivalentes a unos $287,680.2 pesos o 
aproximadamente US$13,975, deberán avisar a la Unidad de Inteligencia 
Financiera96. 
Las organizaciones también deben: 
 

• Identificar a los Clientes o Usuarios con quienes realicen las propias 
Actividades Vulnerables y verificar su identidad basándose en credenciales o 
documentación oficial, así como recabar copia de la documentación. 
• Recabar del Cliente o Usuario que participe en Actividades Vulnerables 
declaración acerca de si tiene o no conocimiento de la existencia de Beneficiario 
Final, y en su caso, recabar documentación oficial que permita identificarlo. 
• Custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la 
información y documentación que sierva de soporte a la Actividad Vulnerable, 
así como la que identifique a sus Clientes o Usuarios. 

https://www.inegi.org.mx/temas/uma/


19 
 
 

 
Estos ejemplos ilustran el impacto significativo que pueden tener las normas ALA-CFT en las 

operaciones de las OSC, y no solo en su carga administrativa de rendir informes. El registro obligatorio 
de la Providencia venezolana, por ejemplo, puede ser inalcanzable para una OSC sujeta a 
investigaciones de su sede sin límites y revisiones discrecionales de solicitudes sin criterios 
establecidos para su aprobación.  Además, se nota la gran diversidad en la legislación sobre cuáles 
OSC están sujetas a estos requisitos intensificados de control. Comparar, por ejemplo, la aplicabilidad 
en Costa Rica de estas medidas únicamente a OSC que realizan movimientos financieros en países 
catalogados internacionalmente como riesgosos, con la norma en Guatemala que sujeta a cualquier 
OSC que opera con fondos del Estado o el exterior a controles adicionales. Estos requisitos desvían los 
recursos financieros y humanos de las misiones de las OSC. En este sentido, es esencial evaluar si las 
obligaciones establecidas en las leyes ALA-CFT sean focalizadas en OSC identificadas con base en 
evidencia de ser de alto riesgo de mala utilización para el financiamiento de terrorismo, proporcionales, 
y aplicadas sin interrumpir su trabajo legítimo, conforme con las obligaciones de los países tanto bajo 
el derecho internacional de la libertad de asociación como los estándares del GAFI. 

2.2.5 La participación en el diseño de políticas públicas 
[E]ntre otros derechos, las asociaciones tienen la libertad de promover reformas electorales y 

reformas de políticas más generales; discutir cuestiones de interés público y contribuir al debate 
público; vigilar y observar los procesos electorales...102 

El derecho de las asociaciones a participar en actividades relacionadas con el proceso electoral 
debe, por lo tanto, garantizarse a todas las asociaciones, sin importar sin son apolíticas en sus medios 
y operaciones, si apoyan parcial o totalmente al gobierno o si critican sus políticas103. 

Las OSC tienen un importante rol en el diseño e implementación de las políticas públicas, y por 
ende promover su participación en el debate sobre esas políticas, desde una perspectiva amplia y no 
partidaria, es fundamental. El establecimiento de condiciones legales específicas para promover la 
participación de las OSC en el diseño de políticas públicas no es una práctica muy generalizada en la 

 
97 Art. 9.6, Ley Orgánica Contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo (2012). 
https://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_ven_ley_del_org_finan_terr.pdf. Esta Ley fue interpretada nueve 
años después en la Providencia Administrativa N° ONCDOFT-002-2021, disponible en: 
https://www.venezuelablog.org/wp-content/uploads/2021/05/Gaceta-Oficial-42.118.pdf. 
98Art. 6, Providencia Administrativa N° ONCDOFT-002-2021. 
99 Art. 9, ibid. 
100 Art. 12, ibid. 
101 Art. 13, ibid.  
102 Naciones Unidas Asamblea General, A/68/299, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad 
de reunión pacífica y de asociación, 4 de agosto de 2015, párr. 43. 
103 Naciones Unidas Asamblea General, A/68/299, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad 
de reunión pacífica y de asociación, 4 de agosto de 2015, párr. 46. 

V
en

ez
ue

la
 

Las fundaciones, asociaciones 
civiles y demás 
organizaciones sin fines de 
lucro son sujetos obligados.97 

Inscribirse en el Registro Unificado de Sujetos Obligados ante la Oficina Nacional 
Contra la Delincuencia Organizada y Financiamiento al Terrorismo (RUSO-
ONCDOFT), lo que a su vez obliga a la organización presentar, entre otros 
documentos: Acta constitutiva y estatutos sociales debidamente protocolizados ante 
el Registro Público y, cuando aplique, sus reformas; Constancia de inscripción ante el 
órgano o ente de control al cual pertenezca por su naturaleza; y listado de las 
organizaciones o entes, nacionales o extranjeros de los cuales perciba aportaciones, 
donaciones o dádiva;98 Sujetarse a verificación in situ de la información entregada 
cuando el órgano rector lo considere conveniente99;Actualizar la documentación 
entregada dentro de 30 días de cualquier cambio y subsanar cualquier defecto dentro 
de 5 días hábiles100; y entregar los estados financieros auditados o certificados 
correspondientes al último ejercicio fiscal dentro de 15 días del cierre del año101. 

https://www.oas.org/juridico/pdfs/mesicic4_ven_ley_del_org_finan_terr.pdf
https://www.venezuelablog.org/wp-content/uploads/2021/05/Gaceta-Oficial-42.118.pdf
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región. Sin embargo, la ley en ciertos países da cuenta de las instancias creadas para promover la 
participación en asuntos públicos.  

Dentro de los ejemplos de legislación que promueven la participación pública se encuentra la 
Ley de Participación Ciudadana para el Distrito Federal (LPCDF) de México. Esta norma establece 
varias instancias y criterios para la participación así como los temas en los cuales se puede influir: las 
consultas ciudadanas, la contraloria ciudadana y la audiencia pública. Las consultas ciudadanas se 
componen fundamentalmente de foros u otros espacios de consulta, los temas son de naturaleza 
territorial y en ese sentido los participantes de la consulta tienen esa misma vinculación104. La 
contraloría ciudadana supervisa que la ejecución del presupuesto se realice de una manera efectiva y 
eficiente105. Las postulaciones de ciudadanos, instituciones profesionales, académicas y OSC se 
realizan ante la Contraloría General del Distrito Federal. Aunque es un cargo ejercido de manera 
honorífica, los ciudadanos y las organizaciones seleccionadas cuentan con el derecho de participar con 
voz y voto en las decisiones de los órganos colegiados de la Administración Pública del Distrito 
Federal. La audiencia pública106 es el medio por el cual los ciudadanos pueden recibir información 
sobre las actuaciones de la administración pública, presentar peticiones, propuestas o quejas en todo lo 
relacionado a la Administracion Pública, evaluar el cumplimiento de los programas y actos de 
gobierno, entre otros. Otra norma, la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por 
Organizaciones de la Sociedad Civil, establece un Consejo Técnico Consultivo de la Comisión de 
Fomento, concebido como un espacio de la sociedad civil para evaluar las politicas y acciones de 
fomento hacia el sector107.  

La legislación brasileña por su parte establece, mediante diferentes normas, una variedad de 
mecanismos para la participación de las OSC en la formulación de políticas públicas.  El artículo 204 
de la Constitución Federal de Brasil hace referencia a que la población, representada por 
organizaciones representativas, participarán de la creación de políticas públicas. La participación de las 
OSC en lo relacionado a ciertas políticas sectoriales está regulada por normas específicas, así por 
ejemplo, estas participan en: el Sistema Nacional de Prevención y Combate a la Tortura108; y Consejo 
Nacional de la Juventud109. De igual forma la ley establece la participación de las OSC en los Consejos 
referentes a los ancianos110, en las políticas públicas para personas negras111 y en las cuestiones de 
tratamiento y prevención del uso de drogas112. 

Finalmente, la Ley Orgánica del Poder Popular de Venezuela cuyo objeto busca generar 
condiciones para la democracia participativa113 ofrece un ejemplo de norma no favorable para una 
participación pública pluralista. Esta ley derivó en la creación de consejos comunales que se 
homogeneizaron ideológicamente con el partido de gobierno. Como resultado, los consejos comunales 
han promovido la exclusión de los espacios de participación de aquellos grupos que no son afines a la 
ideología del partido, limitando asi su aporte al debate público.  

 
104 Artículo 50, LPCDF. México. 
105 Artículos 64 y 65 LPCDF. México. 
106 Articulo 67 LPCDF. México. 
107 Articulo 26 Ley de Fomento, Articulo 17 Reglamento de la Ley de Fomento. 
108 Artículo 2º, §2º, X, de la Ley 12847/2013, Brasil. 
109 Articulo. 9ª, §1º, 11.129/2005, Brasil. 
110 El art. 6º de la Ley 8842/1994, Brasil 
111 Articulo 50 de la Ley 12.228/2010, Brasil. 
112 Articulo. 20, VIII, de la ley 12.852/2013, Brasil. 
113 Artículo 1. Ley Orgánica del Poder Popular de Venezuela. 
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2.2.6 La realización de actividades en el espacio digital114 
…la libertad de acceso a las tecnologías digitales y de uso de estas para ejercer los derechos a 

la libertad de reunión pacífica y de asociación se debería considerar la regla, y las limitaciones, la 
excepción. La regla general debería ser la de permitir el uso abierto y libre de Internet y otras 
herramientas digitales115. 

Las regulaciones de las actividades de las OSC en el espacio digital es un tema incipiente, cuya 
creciente relevancia se debe en gran medida a las necesidades de una sociedad que, como consecuencia 
de la pandemia, ha llevado al espacio digital el ejercicio y la defensa de la libertad de asociación. En 
ese sentido, en la revisión de escritorio realizada no se identificaron ejemplos de estas normas en la 
gran mayoría de los países miembros de la OEA. No obstante, la Ley Especial de Ciberdelitos de 
Nicaragua ofrece un ejemplo de legislación problemática desde el punto de vista de los estándares 
internacionales.  

Esta norma establece que una persona será objeto de sanciones si “usando las tecnologías de la 
información y la comunicación, publique o difunda información falsa y/o tergiversada que produzca 
alarma, temor, zozobra en la población…si la publicación o difusión de información falsa y o 
tergiversada, perjudica el honor, prestigio o reputación de una persona… incita al odio y a la violencia, 
pone en peligro la estabilidad económica, el orden público, la salud pública o la seguridad 
soberana”116.  

El lenguaje ambiguo de esta provisión no permite determinar con precisión la conducta 
prohibida, otorgando gran discrecionalidad a la autoridad para su aplicación. De igual manera, a 
diferencia del orden público o la salud pública, que son reconocidos como objetivos legítimos para 
restringir el derecho a asociarse, la estabilidad económica o la seguridad soberana no son reconocidos 
como tales117. En consecuencia, estas restricciones no conforman con los estándares internacionales y 
por ende no son justificables. 

Una nota periodística da cuenta del caso del primer ciudadano nicaraguense en ser sentenciado 
con base en esta ley, en la cual se hace referencia a la discrecionalidad que ejercen las autoridades en 
su aplicación118. De conformidad con el Arto. 30 de la Ley de Ciberdelitos, el ciudadano fue acusado 
de difundir noticias falsas o tergiversadas como consecuencia de haber compartido información 
adversa al gobierno. En otro ejemplo, un defensor del medio ambiente fue acusado por la Fiscalía 
nicaragüense por la comisión del mismo delito119 al haber denunciado en los medios de comunicación 
la comisión de crímenes contra pobladores indígenas de la Costa Caribe del país. Según la nota 
periodística, la Fiscalía señala al acusado de haber pretendido crear un “clima de inseguridad e 
inestabilidad que pone en peligro la soberania nacional”120. Tanto la norma como la práctica en su 
aplicación repercuten negativamente en la capacidad de las OSC para ejercer sus derechos en el 

 
114 Ver CADH Articulo 16; PIDCP Articulo 2: “Todas las personas tienen derecho a asociarse libremente con 
fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra 
índole. El ejercicio de tal derecho sólo podrá estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden 
público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás…” 
115 Naciones Unidas Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/41/41, Informe del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, 17 de mayo de 2019, párr. 11. 
116 Artículo 30, Ley Especial de Ciberdelitos. 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/($All)/803E7C7FBCF44D7706258611007C6D87?OpenDocum
ent  
117 CADH Articulo 16; PIDCP Articulo 22. 
118 https://www.confidencial.com.ni/politica/todas-las-pruebas-y-testigos-para-condenar-a-margarito-alvarenga-
son-policias-orteguistas/  
119 https://www.articulo66.com/2021/09/08/amaru-ruiz-fundacion-rio-primer-activista-sociedad-civil-acusado-
ciberdelito-denunciar-masacre-indigenas/  
120 https://www.articulo66.com/2021/09/08/amaru-ruiz-fundacion-rio-primer-activista-sociedad-civil-acusado-
ciberdelito-denunciar-masacre-indigenas/ 

http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/($All)/803E7C7FBCF44D7706258611007C6D87?OpenDocument
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/($All)/803E7C7FBCF44D7706258611007C6D87?OpenDocument
https://www.confidencial.com.ni/politica/todas-las-pruebas-y-testigos-para-condenar-a-margarito-alvarenga-son-policias-orteguistas/
https://www.confidencial.com.ni/politica/todas-las-pruebas-y-testigos-para-condenar-a-margarito-alvarenga-son-policias-orteguistas/
https://www.articulo66.com/2021/09/08/amaru-ruiz-fundacion-rio-primer-activista-sociedad-civil-acusado-ciberdelito-denunciar-masacre-indigenas/
https://www.articulo66.com/2021/09/08/amaru-ruiz-fundacion-rio-primer-activista-sociedad-civil-acusado-ciberdelito-denunciar-masacre-indigenas/
https://www.articulo66.com/2021/09/08/amaru-ruiz-fundacion-rio-primer-activista-sociedad-civil-acusado-ciberdelito-denunciar-masacre-indigenas/
https://www.articulo66.com/2021/09/08/amaru-ruiz-fundacion-rio-primer-activista-sociedad-civil-acusado-ciberdelito-denunciar-masacre-indigenas/
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espacio digitial por el efecto intimidatorio que estas generan. En este sentido, la Ley de Ciberdelitos 
representa un modelo preocupante que podria ser copiado en otros paises que muestran tendencias a 
restringir injustificadamente las operaciones de las OSC.  

2.3 Financiamiento 
El Relator Especial ha subrayado reiteradamente que la capacidad para buscar, obtener y utilizar recursos 
—de fuentes nacionales, extranjeras e internacionales—es esencial para la existencia y la eficacia de las 
actividades de cualquier asociación, por pequeña que sea121. 
[D]ebe haber un marco jurídico propicio que permita acceder a financiación nacional o extranjera sin 
necesidad de obtener autorización previa y sin que se impongan restricciones oficiales al proceso y, 
además, obtener beneficios fiscales y recaudar fondos del público sin impedimentos administrativos. 

 
Esta sección explora cómo los marcos legales que regulan las OSC afectan su acceso a diversas 

fuentes de financiamiento domesticas e internacionales, además de su capacidad de dedicar más 
recursos a sus misiones como resultado del tratamiento fiscal preferencial. El derecho de las OSC “a 
poner en marcha su estructura interna, actividades y programa de acción122” depende en gran medida a: 

• Las condiciones aplicadas a las donaciones de cooperantes extranjeros;  
• Las reglas del juego para acceder a fondos del estado;  
• La permisibilidad de realizar actividades económicas para la sostenibilidad de la 

organización;  
• Los incentivos fiscales a la filantropía; y  
• La posibilidad de resguardar recursos a través de exenciones de impuestos. 
2.3.1 Regulación del financiamiento extranjero 
[L]a CIDH considera que las agencias gubernamentales que canalicen los recursos de 

cooperación sólo pueden definir las áreas de ejecución de dichos recursos cuando se trate de 
cooperación gubernamental y de recursos internacionales que haya gestionado el Estado, y no así, 
cuando los recursos de cooperación internacional hayan sido gestionados por las propias 
organizaciones de la sociedad civil123. 

La protección de la soberanía del Estado no es solamente una excusa ilegítima, sino un pretexto 
falaz que no satisface las necesidades de una "sociedad democrática". La expresión "sociedad 
democrática" asigna a los Estados que imponen restricciones la carga de demostrar que las 
limitaciones no atentan contra los principios de "pluralismo, tolerancia y una mentalidad abierta". 
Las asociaciones, sean financiadas por fuentes internas o extranjeras, deben, por tanto, ser libres de 
promover sus opiniones —aunque estas sean minoritarias y divergentes—, de poner en entredicho el 
historial de derechos humanos de los gobiernos o de realizar campañas en pro de la reforma 
democrática, sin ser acusadas de traición ni ser objeto de difamación124. 

Aparte de los requisitos de reportar la recepción de fondos que superen un monto determinado, 
tratados en la sección anterior, la mayoría de los países miembros de la OEA no establecen ningún 
prerrequisito para que las OSC accedan a fondos de fuentes internacionales.  Con algunas excepciones, 
la legislación de los países caribeños se destaca por no imponer prerrequisitos a las OSC para 
beneficiarse de recursos extranjeros. Belice, por ejemplo, requiere que las OSC se registran para poder 

 
121 Naciones Unidas Asamblea General, A/70/266, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad 
de reunión pacífica y de asociación, 4 de agosto de 2015, párr. 67. 
122 Ver Corte I.D.H., Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. Sentencia 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72, 
párr. 586. 
123 CIDH/OEA, Segundo Informe, párr. 183. 
124 Informe del Relator Especial de la ONU Maina Kiai sobre los Derechos a la libertad de reunión pacífica y de 
asociación, A/HRC/23/39, (24 de abril de 2013), párr. 32. Disponible en: https://undocs.org/es/A/HRC/23/39. 

https://undocs.org/es/A/HRC/23/39


23 
 
 
implementar proyectos del propio estado financiados por la cooperación internacional125, pero es un 
prerrequisito compaginable con la interpretación de la CIDH citada arriba126. Más problemática ha sido 
la ley que establece la Agencia Peruana de Cooperación Internacional (Ley APCI), la que obligaba a 
las OSC que reciben financiamiento externo a registrase, renovar su registro periódicamente y cumplir 
con extensos requisitos de supervisión127. Esta ley ha sido reformada en 2016 y 2018 para eliminar los 
requisitos de registrarse y renovar el registro128.   

Sin embargo, hay una tendencia creciente en la región de restricciones legales a la recepción de 
recursos internacionales por parte de las OSC.  La Ley de Organizaciones Sin Fines de Lucro de 2019 
de Trinidad y Tobago, por ejemplo, establece sanciones monetarias y hasta 7 años de cárcel para las 
OSC y sus controladores que solicitan donaciones públicos o privados del exterior (o locales) sin que la 
OSC esté registrada129.   

Hay varios ejemplos de leyes que prohíben a las OSC realizar ciertas actividades con el 
financiamiento extranjero, pero algunas prohibiciones son tan ambiguas que puede ser difícil para 
todas las partes – OSC, donante u oficial público – determinar qué sería una violación.  Entra en esta 
categoría el Decreto 04-2020 de Guatemala, lo que prohíbe a las OSC que reciben financiamiento 
externo realizar acciones que “alteran el orden público”, entre otras restricciones130.   

Una norma con mayor antigüedad es la Ley de Defensa de la Soberanía Política y 
Autodeterminación Nacional de 2010 de Venezuela, la que prohíbe a las OSC recibir recursos 
extranjeros si están constituidas para “promover, divulgar, informar o defender el pleno ejercicio de los 
derechos políticos de la ciudadanía”, sin definir “derechos políticos”131. 

Finalmente, es preocupante una nueva tendencia en la región representada por la Ley de 
Regulación de Agentes Extranjeros de Nicaragua132, aprobada en 2020. Dicha Ley obliga a cualquier 
OSC, su personal clave e inclusive las empresas e individuos quienes se le prestan servicios 
publicitarios a registrarse como “agente extranjero” si reciban recursos de fuentes internacionales (Art. 
3, 15). Los agentes extranjeros, aparte de ser estigmatizados, están sujetos a extensos controles como el 
registro previo de cualquier donación (Art. 9); supervisión continua (Art. 10); inhabilitación a 
“intervenir en cuestiones, actividades o temas de política interna derechos políticos” (Art. 14); y 
sanciones severas como la disolución por violaciones (Art. 15). Esta Ley de Regulación de Agentes 
Extranjeros es contrario a los estándares de la libertad de asociación en materia de acceso al 
financiamiento y un modelo preocupante para la región. 

 
 

125 Ley ONG, Art. 9,4. http://www.belizelaw.org/web/lawadmin/PDF%20files/cap315.pdf. 
126 Ver Segundo Informe, párr. 183. 
127 Ver https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/279288/250656_Ley28925.pdf20190110-18386-
evew9h.pdf. Se puede comparar la Ley APCI con una serie de anteproyectos de Ley de Cooperación 
Internacional en Venezuela – debatidas en la legislatura a partir del 2006, incluyendo en 2021 – las que 
obligarían a que toda donación de fuente internacional pasara por una agencia del gobierno venezolano para ser 
desembolsado. Ver http://www.civilisac.org/civilis/wp-content/uploads/proyecto-de-ley-cooperacic3b3n-
internacional-1.pdf; http://www.asambleanacional.gob.ve/noticias/preparan-ley-de-cooperacion-internacional-
para-primera-discusion-en-plenaria.  
128 Ver https://www.icnl.org/resources/civic-freedom-monitor/peru.  
129 Ver NPO Act, párr. 22(1), (2), https://www.fiu.gov.tt/wp-content/uploads/Non-Profit-Organisations-Act-
2019.pdf. 
130 Decreto 04-2020, Art. 13, https://www.congreso.gob.gt/assets/uploads/info_legislativo/decretos/492a2-04-
2020.pdf. 
131 Ley de Defensa de la Soberanía Política y Autodeterminación Nacional, Párr. 3 https://www.icnl.org/wp-
content/uploads/Venezuela_Leysober.pdf.   
132 Ver 
http://legislacion.asamblea.gob.ni/normaweb.nsf/9e314815a08d4a6206257265005d21f9/3306286cd4e82c5f0625
8607005fdf6b. Notar también un proyecto de ley sobre el mismo tema debatida en la Asamblea Nacional de El 
Salvador en 2021: https://recursos.elsalvador.com/documentos/2021/11/11/asamblea-legislativa.pdf.  

http://www.belizelaw.org/web/lawadmin/PDF%20files/cap315.pdf
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/279288/250656_Ley28925.pdf20190110-18386-evew9h.pdf
https://cdn.www.gob.pe/uploads/document/file/279288/250656_Ley28925.pdf20190110-18386-evew9h.pdf
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https://recursos.elsalvador.com/documentos/2021/11/11/asamblea-legislativa.pdf


24 
 
 

2.3.2 Regulación del financiamiento público 
La Comisión reitera que como parte de la libertad de asociación, los Estados deben promover y 

facilitar el acceso de las organizaciones de derechos humanos a fondos de cooperación financieros 
tanto nacionales como extranjeros, así como abstenerse de restringir sus medios de financiación133. 

Si bien se alienta a los Estados a que faciliten la concesión de financiación pública a las 
organizaciones de la sociedad civil que trabajan en las esferas del desarrollo y la erradicación de la 
pobreza, los planes de financiación pública deben preservar la independencia de la sociedad civil con 
transparencia, imparcialidad y acceso indiscriminado para todas las organizaciones, incluidos los 
grupos informales134. 

Según los estándares internacionales, los Estados tienen la obligación de promover el ejercicio 
de la libertad de asociación a través del acceso a fondos nacionales, incluyendo del fisco público.  Sin 
embargo, muchos de los países miembros de la OEA carecen de leyes claras sobre la elegibilidad de 
OSC de acceder a fondos públicos, criterios imparciales de selección o mecanismos transparentes de 
rendición de cuentas sobre el uso de estos fondos135. En varios de los países estudiados, no existen 
normas relacionadas al acceso de OSC a fondos del Estado (por ejemplo, Jamaica y Nicaragua), 
mientras en otros, el único requisito es ser registrado con el Registro de Asociaciones o la Contraloría 
General de Cuentas (por ejemplo, Bolivia136 y Guatemala137). Estos vacíos legales pueden contribuir a 
casos notorios de corrupción138 que suelen ser costosos en cuanto al manejo efectivo de recursos del 
Estado, la percepción pública sobre el sector de OSC, además de las expectativas frustradas de las 
comunidades quienes se esperaba beneficiarse de los programas financiados por el Estado. Un reflejo 
extremo de estas consecuencias negativas se ve en México, donde en 2019 por orden ejecutivo, se ha 
prohibido el financiamiento público de las OSC139. 

En contraste, varios países de la región han implementado marcos regulatorios para el 
financiamiento público de OSC que pueden ser considerados y adaptados para otros contextos. Por 
ejemplo, en la República Dominicana, un reglamento140 define categorías de asociaciones de beneficio 
público o de servicio a terceras personas, entre otras, elegibles para recibir fondos del Presupuesto 
Nacional (Artículo 86). Para recibir financiamiento, deben estar inscritas en el Registro de Habilitación 
de Asociaciones Sin Fines de Lucro correspondiente a su área de actuación; desarrollar actividades en 
áreas declaradas como prioritarias por parte del gobierno (salud, educación, medio ambiente, entre 
otros); tener por lo menos un año de inscripción; y estar en cumplimiento con sus obligaciones 
administrativas, financieras y fiscales (Artículo 89). Informes detallados entregados cada 90 días a la 
Oficina Nacional de Planificación sobre el uso de recursos públicos son requisitos para los 
desembolsos siguientes (Artículo 93). Legislación brasileña141 y chilena142 también sirven como 

 
133 Segundo Informe, párr. 179. 
134 Naciones Unidas Asamblea General, A/74/349, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad 
de reunión pacífica y de asociación, Clément Nyaletsossi Voule, 11 de septiembre de 2019, párr. 53. Disponible 
en: https://undocs.org/es/A/74/349.  
135 Ver ibíd.   
136 Art. 8 del Decreto Supremo 29308 de 2007, http://www.gacetaoficialdebolivia.gob.bo/normas/buscar/29308.  
137 Ver https://www.contraloria.gob.gt/index.php/asociaciones-fundaciones-y-ongs/.  
138 Ver, por ejemplo, https://archivosconfidenciales.com/corrupcion-en-ongs-ligadas-a-familiar-de-milton-
benitez.html#:~:text=Una%20investigaci%C3%B3n%20realizada%20por%20Univisi%C3%B3n%20da%20cuen
ta%20de,con%20una%20amplia%20investigaci%C3%B3n%20realizada%20por%20fiscales%20anticorrupci%C
3%B3n.  
139 Circular No. 1 del Presidente Andrés Manuel López Obrador, 14 de febrero de 2019: 
https://reunionnacional.tecnm.mx/RND_2019/sa/CIRCULAR%20UNO.pdf.  
140 Reglamento No. 40-08, 16 de enero de 2008, para la Aplicación de la Ley No. 122-05, sobre Regulación y 
Fomento de las Asociaciones sin Fines de Lucro en la República Dominicana: https://mepyd.gob.do/wp-
content/uploads/drive/CASFL/Marco%20legal/Reglamento%2040-08.pdf.  
141 Ley 13.019/14: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2011-2014/2014/lei/l13019.htm.  
142 La Ley 19.862: https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=207438.  

https://undocs.org/es/A/74/349
http://www.gacetaoficialdebolivia.gob.bo/normas/buscar/29308
https://www.contraloria.gob.gt/index.php/asociaciones-fundaciones-y-ongs/
https://archivosconfidenciales.com/corrupcion-en-ongs-ligadas-a-familiar-de-milton-benitez.html#:%7E:text=Una%20investigaci%C3%B3n%20realizada%20por%20Univisi%C3%B3n%20da%20cuenta%20de,con%20una%20amplia%20investigaci%C3%B3n%20realizada%20por%20fiscales%20anticorrupci%C3%B3n
https://archivosconfidenciales.com/corrupcion-en-ongs-ligadas-a-familiar-de-milton-benitez.html#:%7E:text=Una%20investigaci%C3%B3n%20realizada%20por%20Univisi%C3%B3n%20da%20cuenta%20de,con%20una%20amplia%20investigaci%C3%B3n%20realizada%20por%20fiscales%20anticorrupci%C3%B3n
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https://reunionnacional.tecnm.mx/RND_2019/sa/CIRCULAR%20UNO.pdf
https://mepyd.gob.do/wp-content/uploads/drive/CASFL/Marco%20legal/Reglamento%2040-08.pdf
https://mepyd.gob.do/wp-content/uploads/drive/CASFL/Marco%20legal/Reglamento%2040-08.pdf
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2011-2014/2014/lei/l13019.htm
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=207438
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modelos, con requisitos claros de elegibilidad, evaluación técnica de propuestas, y rendición de cuentas 
sobre el uso de los fondos públicos.   

2.3.3 Permisibilidad de realizar actividades que generan ingresos económicos  
[L]as restricciones indebidas a los recursos de que disponen las asociaciones inciden en el 

disfrute del derecho a la libertad de asociación y también socavan los derechos civiles, culturales, 
económicos, políticos y sociales en su conjunto143. 

En toda la región, algunas OSC realizan actividades que generan ingresos económicos como 
opción de contribuir a su solvencia con mayor independencia de cualquier donante público o privado. 
Por lo general, los marcos legales de los países miembros de la OEA permitan estas actividades 
económicas por parte de las OSC, con tal que se dedican los ingresos a los fines de la organización144 
(aunque la aplicabilidad de impuestos sobre la renta por estas ganancias varía; ver la sección 2.3.5, 
abajo). En muy pocos casos – Brasil145 y Chile146, por ejemplo – la ley limita el libre ejercicio de la 
libertad de asociación al requerir que las actividades económicas sean relacionadas al objetivo de la 
organización – por ejemplo, una asociación folclórica podría vender videos de sus propias actuaciones, 
pero no podría vender videos comerciales no vinculados al folclore, por más que inviertan todos los 
ingresos en los propósitos no lucrativos y de beneficio público de la asociación. Mientras no hay 
tendencia en la región de limitar la permisibilidad de actividades económicas, existe interés creciente 
en la región en promover reformas legales para incentivar la generación de ingresos propios por parte 
de las OSC como manera de fortalecer su capacidad de realizar objetivos de interés público, 
incluyendo las “empresas sociales” sin fines de lucro147.   

2.3.4 Regulación de donaciones filantrópicas 
La obligación positiva de los Estados de crear y mantener un entorno propicio para las 

asociaciones se extiende al fomento de la capacidad para solicitar, recibir y utilizar recursos. Algunos 
Estados cumplen esta obligación ampliando los privilegios fiscales a las asociaciones inscritas como 
entidades sin fines de lucro. Tales privilegios pueden incluir la exención del impuesto sobre la renta 
(para la asociación receptora y para el donante) …148. 

La gran mayoría de los países miembros de la OEA contribuyen a su deber de promover la 
libertad de asociación a través de incentivos fiscales para la filantropía. La legislación varía mucho en 
la definición de los recipientes elegibles para donaciones tratados favorablemente.  La ley de Cuba, por 
ejemplo, califica únicamente a “centros de beneficencia, hospitalarios, docentes y deportivos, museos, 
[y] bibliotecas149 para donaciones incentivadas, mientras la ley de Haití incluye una lista comprensiva 

 
143 Naciones Unidas Consejo de Derechos Humanos, A/HRC/23/39, Informe del Relator Especial sobre los 
derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, 24 de abril de 2013, párr. 9.  
144 Ver, por ejemplo, la Ley de Asociaciones costarricense, que establece, “Las asociaciones pueden adquirir toda 
clase de bienes, celebrar contratos de cualquier índole y realizar operaciones lícitas de todo tipo, encaminadas a la 
consecución de sus fines”. (Art. 26). 
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1&nValor2=327
64.  
145 https://www.cjf.jus.br/enunciados/enunciado/145.  
146 https://leyes-cl.com/codigo_civil/557-2.htm.  
147 Ver, por ejemplo, Da Breo and Babb, Caribbean Policy Development Centre, Status of NGO Legislation in 
CARICOM: Towards a Policy Framework for Informing Enabling NGO Legislation, pág. 43-45 (2018), 
disponible en: https://cpdcngo.org/download/cpdc-status-of-ngo-legislation-in-caricom-final-document/); e 
ICNL, Blurred Lines and Tough Choices: Jamaica’s Complex Legal Environment for Civil Society Organizations 
and Social Enterprises and Implications for Reforms (2018), disponible en: https://www.icnl.org/wp-
content/uploads/Blurred-Lines-and-Tough-Choices.pdf.  
148 Naciones Unidas Asamblea General, A/70/266, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad 
de reunión pacífica y de asociación, 4 de agosto de 2015, párr. 79. 
149 Ley No. 113 del Sistema Tributario, Art. 200(d): https://referenciajuridica.files.wordpress.com/2018/05/ley-
113-y-decreto-308.pdf.  
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de OSC elegibles para dichos incentivos150. Varios países brindan beneficios fiscales únicamente a 
donantes que dirijan sus donaciones a OSC certificadas bajo legislación especial – por ejemplo, 
Canadá151 y México.152 Antigua y Barbuda impone requisitos que de hecho limita las OSC elegibles 
para donaciones deducibles: la organización no solo debe estar aprobada por el Gabinete para recibir 
donaciones deducibles, sino que la donación debe tener una duración fijada en un convenio de por lo 
menos cinco años153.   

Los países aplican formulas diversas para calcular el incentivo y el tope accesible del tratamiento 
preferencial. En algunos países, las normas son sencillas, como en Barbados, donde un donante puede 
deducir el monto de su donación hasta el 10% de sus ingresos imputables sin contar la donación154. En 
St. Kitts y Nevis, por ejemplo, el trato fiscal depende en la identidad del donante: personas corporativas 
pueden deducir el monto entero de su donación a una OSC registrada de sus impuestos sobre la renta, 
pero una persona natural no tiene el mismo derecho155. En Chile, por ejemplo, el cálculo del incentivo 
depende en el campo de trabajo de la OSC beneficiaria: mientras donantes en general pueden deducir 
su donación hasta un límite del 5% de sus ingresos imputables156, un donante a una OSC con el 
objetivo de investigación, desarrollo y difusión de la cultura y el arte, o que brinda servicios a personas 
de escasos recursos o con discapacidad puede restar hasta el 50% de las donaciones como crédito157.  

Aunque certificación como OSC autorizada para recibir donaciones deducibles de impuestos 
conlleva beneficios para las organizaciones y sus donantes, también puede implicar costos y 
limitaciones complejas. En el caso de OSC mexicanas registradas como Donatarias Autorizadas bajo la 
Ley de Impuesto sobre la Renta 158, deben limitar sus gastos administrativos al 5% de sus gastos 
anuales (Art. 138-A del Reglamento de la Ley) – techo muy bajo a nivel práctico para cualquier OSC, 
pero particularmente problemático para las Donatarias Autorizadas considerando los extensos 
requisitos de contabilidad, informes, e producción de comprobantes fiscales impuestos a ellas por el 
Servicio de Administracion Tributaria159. Además, no pueden recibir más del 10% de sus ganancias de 
actividades económicas no relacionadas con su objeto (Art. 80 de la Ley), requisito considerado como 
“casi imposible” de cumplir en la opinión de la directora de servicios pro-bono para OSC mexicanas en 
un contexto de pandemia y en un país sin cultura filantrópica160. En caso de exceder este tope por más 
de 50%, la sanción aplicable es la pérdida total del patrimonio de la organización, y si no renuevan su 
autorización en menos de un ano, este será destinado a otra Donataria Autorizada (Art. 80 de la 
Ley)161.  

 
150 Son elegibles las fundaciones sin fines de lucro, instituciones caritativas, organizaciones de asistencia del 
desarrollo, y todas las instituciones registradas con fines sociales, culturales, educativos, y de salud, entre otras. 
Décret sur L’impôt sur le Revenu, Art. 24.13, 
http://www.mef.gouv.ht/docs/Impot%20sur%20le%20Revenu%202005.pdf.  
151 Ley de Impuesto sobre la Renta, Art. 149.1, https://laws-lois.justice.gc.ca/eng/acts/i-3.3/page-141.html#h-
308534.  
152 Ley del Impuesto sobre la Renta, Art. 82. 
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/148942/12_Ley_del_Impuesto_sobre_la_Renta.pdf. 
153 Ley del Impuesto sobre la Renta, Art. 10(h): http://laws.gov.ag/wp-content/uploads/2018/08/cap-212.pdf.  
154 Ley del Impuesto sobre la Renta, Art. 24B, file:///C:/Users/JNieva/Downloads/Income_Tax_Act%20(1).pdf.  
155 Ley de Organizaciones No Gubernamentales de St. Kitts y Nevis, Art. 12(2): https://www.icnl.org/wp-
content/uploads/Saint-Kitts-and-Nevis_nongovtact.pdf.  
156 Ley 19885, Art. 10, https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=213294  
157 Ibid., Art. 1(7).  
158 Ley del Impuesto sobre la Renta de México, Art. 82. 
159 Ver https://www.sat.gob.mx/consulta/70078/conoce-las-principales-obligaciones-fiscales-de-las-donatarias-
autorizadas.  .  
160 Gasca Enrique, El Reto de las Donatarias Autorizadas ante la Reforma Fiscal 2021. ProBonoMexico. 
Recuperado en: https://comercial.reforma.com/libre/comercial/campanas/probono/6-El-reto-de-las-donatarias-
autorizadas-ante-la-reforma-fiscal-2021.html. 
161 Ver https://www.cemefi.org/servicios/noticias/6704-rubros-disposiciones-fiscales-a-partir-de-2021-para-
donatarias-autorizadas.  
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2.3.5 Regulación de la carga tributaria 
[C]omo parte de la promoción del derecho a defender los derechos humanos a través del 

ejercicio del derecho de asociación, la CIDH considera que los Estados deben procurar eximir de 
impuestos a las organizaciones dedicadas a la defensa y promoción de los derechos humanos162.  

En casi todos los países miembros de la OEA, por lo menos algunas OSC gozan de exenciones a 
impuestos sobre al menos algunas categorías de ingresos, lo que efectivamente promueve su ejercicio 
de la libertad de asociación al permitirles dedicar más recursos a la ejecución de sus misiones163.  Sin 
embargo, el impacto práctico en la promoción de la libertad de asociación de estas exenciones varía 
mucho entre los países, dependiendo en cuáles OSC son elegibles y cuáles categorías de ingresos son 
exentas. 

Según las mejores prácticas internacionales, toda OSC constituida legalmente debería gozar de 
exención del impuesto sobre la renta por recursos recibidos por donantes o de agencias públicas a 
través de donaciones o contratos, al igual que cualquier cuota de membresía164. La legislación en la 
República Dominicana165 y Honduras166, por ejemplo, se compagina con esta mejor práctica al 
establecer exenciones para las OSC formalmente constituidas. Varios países brindan exenciones del 
pago del impuesto sobre la renta para categorías de OSC registradas específicamente como de utilidad 
pública o como caridades, por ejemplo, Estados Unidos de América167 y Perú168.  

A diferencia de estos ejemplos, algunos países limitan exenciones a subsectores de OSC con 
actividades en campos específicos, por ejemplo, Chile, donde pueden ser reconocidas como exentas las 
OSC que “tengan por objeto principal y efectivo proporcionar ayuda, aun cuando no se otorgue de 
manera totalmente gratuita, de modo directo a personas de escasos recursos económicos que no 
alcanzan a satisfacer sus necesidades básicas169”. OSC en varios países denuncian que funcionarios 
públicos aplican discrecionalidad excesiva al interpretar criterios ambiguos para negar el 
reconocimiento de organización exenta a ciertas organizaciones dedicadas a derechos humanos170. 

En vez de declarar exentas a las OSC por todos sus ingresos como medida para promover el 
ejercicio de la libertad de asociación, la legislación en varios países aplica estándares diferentes – y a 
veces muy complejos – a las ganancias por actividades económicos (ver sección 2.3.3, arriba).  Por 
ejemplo, en Argentina171 y Uruguay172, solamente las ganancias por actividades económicas 
relacionadas al objeto de la OSC son exentas. En Antigua y Barbuda173, las ganancias por actividades 

 
162 Segundo informe, párr. 187. 
163 Según nuestra revisión de escritorio, las pocas excepciones son países del Caribe.  Bahamas, no cobra 
impuestos sobre la renta a ningún sector, mientras Grenada y St. Vincent no proporcionan exenciones del 
impuesto sobre la renta a las OSC. 
164 Ver Guía para las leyes que afectan a las organizaciones cívicas, OSI/ICNL (2004) pág. 78-79 (disponible en: 
http://www.icnl.org/research/resources/assessment/guidelines_sp.pdf ). 
165 Ley 122-05 Regulación y Fomento de las Asociaciones Sin Fines de Lucro de la República Dominicana, Art. 
50. https://mepyd.gob.do/wp-content/uploads/drive/CASFL/Marco%20legal/Ley%20122-05.pdf.  
166 Decreto No. 170-2016 de Honduras, Art. 7(1), https://www.tsc.gob.hn/biblioteca/index.php/codigos/699-
codigo-tributario-decreto-no-170-2016. 
167 Ley de Impuestos, Art. 501(c)(3), https://www.irs.gov/charities-non-profits/charitable-organizations.  
168 Ley del Impuesto a la Renta, Art. 18 (c), https://www.sunat.gob.pe/legislacion/renta/ley/fdetalle.pdf.  
169 Art. 40, 4to de la Ley sobre Impuesto de Ganancias, https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=6368.  
170 Ver, por ejemplo, Huerta Urías, Vázquez del Mercado Castro e Ablanedo Terrazas, El Entorno Legal de las 
Organizaciones de la Sociedad Civil en México. Análisis y Recomendaciones, p. 4-5, 
https://appleseedmexico.org/wp-content/uploads/2019/09/El-Entorno-Legal-de-las-OSCs.pdf.  
171 Art. 1(a), modificando Art. 19(f) de la Ley de Impuesto a los Réditos, 
http://biblioteca.afip.gob.ar/dcp/REAG02001432_1971_11_12.  
172 Decreto 338/996, Título 4, Art. 9(H), https://www.impo.com.uy/bases/todgi1996/338-1996.  
173 Income Tax Act, Art. 8 (d), http://laws.gov.ag/wp-content/uploads/2018/08/cap-212.pdf.  

https://mepyd.gob.do/wp-content/uploads/drive/CASFL/Marco%20legal/Ley%20122-05.pdf
https://www.irs.gov/charities-non-profits/charitable-organizations
https://www.sunat.gob.pe/legislacion/renta/ley/fdetalle.pdf
https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=6368
https://appleseedmexico.org/wp-content/uploads/2019/09/El-Entorno-Legal-de-las-OSCs.pdf
http://biblioteca.afip.gob.ar/dcp/REAG02001432_1971_11_12
https://www.impo.com.uy/bases/todgi1996/338-1996
http://laws.gov.ag/wp-content/uploads/2018/08/cap-212.pdf
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económicas son sujetas al impuesto sobre la renta, mientras que, en Belice174, dichas ganancias son en 
principio gravables, pero las OSC pueden solicitar una exención. Dominica175 únicamente ofrece 
exención por ingresos de actividades económicas en los casos de OSC dedicadas a trabajadores con 
discapacidades o escuelas de música, mientras que, en Guyana176, las OSC deben pagar impuestos 
sobre sus ingresos con la única excepción de ganancias recibidas en una o más ferias anuales de hasta 
un total de siete días de duración. 

2.4 Disolución  
El Relator Especial de NNUU sobre Libertad de Asociación considera “El derecho a la libertad de 
asociación es efectivo durante toda la vida de la asociación. La suspensión y la disolución involuntaria de 
una asociación son las formas más severas de restricción de la libertad de asociación. Por consiguiente, 
de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos, esas medidas solo podrán 
imponerse ante un riesgo claro e inminente de violación flagrante de la legislación nacional. Deberán ser 
estrictamente proporcionales a su legítimo objetivo y se utilizarán únicamente cuando sean insuficientes 
medidas menos severas”. Al efecto, se “recomienda como mejores prácticas las disposiciones legislativas 
por las que se establece que solo podrán imponer medidas de carácter tan drástico tribunales 
independientes e imparciales.”177. El cese involuntario de actividades o la disolución de una OSC debe 
cumplir con las normas de derecho internacional. La autoridad gubernamental pertinente debe guiarse 
por pautas objetivas y restringir la toma de decisiones arbitrarias178. 

 
En concordancia con los estándares internacionales, en cuanto al fin o terminación de la vida 

jurídica de las OSC es necesario establecer motivos, criterios y procedimientos claros para la 
disolución forzosa (pérdida de personalidad jurídica). En esta materia, la legislación basada en Códigos 
Civiles de manera general deja claro que la disolución la deciden los miembros conforme a sus 
Estatutos, por declaración de quiebra o por resolución judicial, previo proceso judicial a demanda del 
Ministerio Público, cuando realicen actividades contrarias al orden público. Este es el caso de 
Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, México, Paraguay y Uruguay 179. 

Por el contrario, los sistemas basados predominantemente en el derecho administrativo han 
establecido sistemas compulsivos, unilaterales y discrecionales de extinción de las personas colectivas 
sin ánimo de lucro, fijando causales ambiguas, que pueden ser calificadas de forma imprecisa por 
autoridades del Ejecutivo que por la legislación derivada el ejecutivo tiene amplias capacidades 
sancionatorias.  

Este es el caso de Bolivia. El art. 19 del DS 1597 que regula la “Revocatoria de la Personalidad 
Jurídica”, se estableció que “Será revocada la personalidad jurídica” entre otras causales:  

b) Por necesidad o interés público, declarado mediante Ley de la Asamblea; 
c) Por realizar actividades distintas o dedicarse a otro rubro que no sea el indicado en su 

estatuto (objeto, fines y alcance); 
g) Por incumplimiento a las políticas y/o normas sectoriales, previo informe del Ministerio del 

área. 

 
174 Income and Business Tax Act, Art. 8 (e), https://bts.gov.bz/wp-content/uploads/2020/06/Cap-55-Income-and-
Business-Tax-Act.pdf; Non-governmental Organisations Act, Art. 13(1), 
http://www.belizelaw.org/web/lawadmin/PDF%20files/cap315.pdf.  
175 Income Tax Act, Art. 25 (n), http://www.dominica.gov.dm/laws/chapters/chap67-01.pdf.  
176 Corporation Tax Act, Art. 7(e), https://mola.gov.gy/sites/default/files/Cap.%2081.03.pdf.  
177 Consejo de Derechos Humanos/NNUU, Informe del Relator Especial sobre los derechos a la libertad de 
reunión pacífica y de asociación, Maina Kiai, A/HRC/20/27, 21 de mayo de 2012. 
178 WMD/ICNL, Informe: Defensa de la Sociedad Civil, junio de 2012, p. 6. 
179 Luis Castillo Paulino, Compendio sobre Asociaciones Civiles, ANC, Lima, junio de 2012. 

https://bts.gov.bz/wp-content/uploads/2020/06/Cap-55-Income-and-Business-Tax-Act.pdf
https://bts.gov.bz/wp-content/uploads/2020/06/Cap-55-Income-and-Business-Tax-Act.pdf
http://www.belizelaw.org/web/lawadmin/PDF%20files/cap315.pdf
http://www.dominica.gov.dm/laws/chapters/chap67-01.pdf
https://mola.gov.gy/sites/default/files/Cap.%2081.03.pdf
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También fija un procedimiento administrativo expedito para la revocatoria, sin las adecuadas 
garantías del debido proceso y defensa; dejando en manos del Ministerio de Autonomías la revocatoria 
de la personalidad jurídica, con lo que se procede a la disolución de la OSC. 

En Ecuador, se aprobó el Decreto 193 de octubre de 2017, buscando racionalizar las causales de 
disolución, y se establece un derecho de impugnación frente a decisiones arbitrarias o que no 
garantizaron el debido proceso, pudiendo las “organizaciones sociales presentar las acciones 
administrativas y judiciales que consideren necesarias a fin de hacer valer sus derechos” (art. 19). No 
obstante esto, mantiene como causal de disolución la “Dedicarse a actividades de política partidista, 
reservadas a los partidos y movimientos políticos inscritos en el Consejo Nacional Electoral”, lo que 
podría restringir el derecho ciudadano de participar en los asuntos públicos. Asimismo, para el caso de 
liquidación de su patrimonio, elimina la Comisión Liquidadora nombrada por el gobierno para este 
efecto, y le devuelve a la organización este procedimiento, conforme a lo que disponga en sus Estatutos 
(art. 22). 

En Panamá, por ejemplo, la legislación vigente faculta al Estado a tramitar la disolución forzosa 
de una organización que, sin previa presentación de pruebas, si ha sido acusada por un tercero de 
realizar actividades ilícitas180. En Argentina, la ley permite ponerle fin a una OSC cuando sea una 
medida necesaria o conveniente para los intereses públicos. En Nicaragua, la disolución se puede 
establecer por Decreto de la Asamblea Legislativa Nacional por “violentar el orden público”181, 
instancia política que en los últimos dos años ha cancelado 107 personerías jurídica de ONGs en 
Nicaragua182. 

En El Salvador, las OSC pueden ser disueltas por disposición de la Ley o por Decreto del Poder 
Ejecutivo, a pesar de la voluntad de sus miembros, si llegan a “comprometer la seguridad o intereses 
del Estado”, disposiciones legales que dejan un amplio margen de discreción política e incertidumbre 
institucional. En el caso del Perú una causal para la disolución constituye la realización de actividades 
contraria a las buenas costumbres, lo que constituye un criterio tan amplio y vago, que puede ser 
instrumentalizado discrecionalmente. 

En una mayoría de la legislación de los países del Caribe, conforme a su vertiente basada en el 
common law, todas las personas jurídicas reconocidas de acuerdo con el Companies Act vigente en 
cada país, están sujetas a las mismas reglas de disolución forzosa previstas para el resto de los tipos de 
sociedad. En el caso de situaciones de disolución por orden judicial, se prevén como causales: (a) 
autorización de la propia entidad en ser disuelta por decisión judicial; (b) inactividad por un año; (c) 
incapacidad de pagar sus deudas; y (d) como resultado de una inspección donde se verificó que la 
situación patrimonial, así como el caso de (e) comisión de hechos ilícitos, además del no pago de 
impuestos y tasas establecidas; asegurándose las garantías del debido proceso y defensa efectiva.  

En estos países, la mayoría de las causales establecidas tienen que ver con la calidad de la 
gestión institucional de las OSC, y no con su desempeño programático, cuyas evaluaciones suelen ser 
más políticas. Aquí, se pueden citar los casos de Antigua y Barbuda, Bahamas, Dominica, Guyana y 
Grenada, así como Canadá y Belice. A contramano, el caso de Jamaica, donde no mantener 21 
miembros es causal de disolución de benevolent societies bajo la Friendly Societies Act. 

Existe también un nuevo grupo de causales que ha venido tensionando el régimen de disolución 
en varios países de la región, en relación a establecer la sanción de disolución forzosa como efecto de 

 
180 El Art. 15 del Decreto Ejecutivo 524 del 2005) señala: “Cuando se tenga información que una entidad con 
personería jurídica se dedique a actividades ilícitas o contrarias a los objetivos y fines establecidos en su estatuto, 
el Ministerio de Gobierno y Justicia realizará los trámites necesarios, para la revocatoria o disolución de la 
Personería Jurídica otorgada”, lo que es sumamente amplio y discrecional, ya que además no especifica el 
procedimiento al respecto.  
181 LEY GENERAL SOBRE PERSONAS JURIDICAS SIN FINES DE LUCRO No. 147 del 19 de marzo de 
1992. 
182 Divergentes, El cementerio de oenegés de Daniel Ortega, 1° de marzo de 2022. 

https://www.divergentes.com/el-cementerio-de-oeneges-de-daniel-ortega/
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la responsabilidad penal de las personas jurídicas condenadas por legitimación de ganancias ilícitas y 
financiamiento del terrorismo. Por una parte, estas sanciones pueden ser impuestas por la vía 
administrativa, por autoridades del Ejecutivo, como son las Unidades de Investigación Financiera, que 
en varios casos no suelen tener las condiciones de independencia, ni cumplir las garantías del debido 
proceso. En este ámbito de ambigüedad, se requieren avanzar en criterios y procedimiento precisos, 
que sea conformes con los estándares internacionales de la GAFI. 

Finalmente, un aspecto critico a resaltar en cuanto la disolución compulsiva o cancelación de la 
personalidad jurídica de las OSC, es cuando esta viene como efecto sancionatorio, agravado cuando las 
OSC no tuvieron previamente la posibilidad de impugnar, controvertir o apelar esa decisión con las 
debidas garantías procesales -como en el reciente caso de decenas de OSC nicaragüenses-; así como 
cuando se esa sanción no contemplaba un régimen de sanciones intermedias de tipo progresivo, gradual 
y/o proporcional a la infracción observada, como por ejemplo, el caso de Guatemala, donde el Decreto 
04-2020 autoriza la imposición de sanciones administrativas, incluida la cancelación de la 
organización, de conformidad a circunstancias establecidas en un simple reglamento y a criterio de un 
autoridad administrativa, sin un proceso de revisión judicial previo183.   
3. Reflexiones finales 

3.1 Conclusiones y recomendaciones 
A la luz de estos principios, en varios países de la región se ha podido identificar que el sistema 

de notificación para el reconocimiento de la personalidad jurídica garantiza mejor el derecho y libertad 
de las personas a crear, formar y registrar una asociación civil, ya que se funda en la autonomía de la 
voluntad y la libertad contractual de sus miembros. Por otra parte; este informe también muestra que 
cuando el procedimiento de creación y registro de una entidad civil es regulado por un marco legal de 
tipo administrativo, bajo tuición de los órganos ejecutivos, existe mayor margen para la 
discrecionalidad y la interferencia política sobre la vida interna de las organizaciones de la sociedad 
civil. 

También se puede concluir que una ley congruente con los estándares internacionales en si 
misma tampoco significa un sistema registral idóneo si no se implementa de manera correcta – por 
ejemplo, el caso de Honduras donde ha habido un esfuerzo para mejorar la implementación de una ley 
bastante favorable, pero sus prácticas no siempre han sido las más transparentes y conforme a las reglas 
establecidas. Así, el marco legal primario, como los Código Civiles de muchos países, suelen 
establecer un marco más neutral, pero la legislación derivada como aquellas normas de Registro de 
Agentes Extranjeros y la Ley Antilavado de Activos y Contra el Financiamiento del Terrorismo 
cambian la naturaleza del marco legal. A nivel práctico, esta normativa es mucho más influyente en la 
operación, financiamiento, y disolución de asociaciones.  Esto vemos en muchísimos otros países.   

3.2 Hacía unos Estándares Interamericanos 
1) El marco legal de Creación, Funcionamiento, Financiamiento y Disolución de 

Entidades Civiles sin Fines de Lucro en los países miembros de la Organización de Estados 
Americanos se enmarca en el ejercicio de la libertad de asociación establecido en la Convención 
Americana de Derechos Humanos. En ese sentido, es un derecho de todas las personas de 
asociarse u organizarse para participar en actividades sin fines lucrativos y de beneficio público 
o mutuo, incluso temporalmente o sin la necesidad de obtener personería jurídica reconocida. 

2) El ciclo de vida de las organizaciones de la sociedad civil (OSC) debe estar 
regulado principalmente por ley, leyes o códigos aprobados por el Congreso, siendo altamente 
recomendable evitar la dispersión normativa. 

 
183 Decreto # 4 -2020 que aprueba la LEY DE ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES PARA EL 
DESARROLLO, y MODIFICA EL DECRETO NÚMERO 2-2003 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA, Y 
AL CÓDIGO CIVIL, DECRETO LEY NÚMERO 106. 
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3) Las OSC nacen a la vida jurídica con la voluntad de sus miembros fundadores. El 
registro se regirá por un régimen de notificación y no de autorización de manera que el estatus 
legal se presuma al recibir la notificación. Los procedimientos de registro serán sencillos, 
oportunos. claros, no discriminatorios ni discrecionales. Si el registro implica costos, estos 
deberán ser razonables y proporcionales a los establecidos para entidades privadas con fines 
lucrativos, como las sociedades comerciales. Las OSC ya registradas no deberían ser sometidas a 
tramites de adecuación o reinscripción, cuando existe una nueva normativa. 

4) El gobierno interno de las OSC debe ser establecido por sus miembros en sus 
Estatutos, en condiciones de igualdad y no discriminación, garantizándose los principios de 
libertad contractual, autorregulación y autonomía de la voluntad, sin más límites que los 
reconocidos por los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos, no debiéndose 
establecer intrusiones en su vida orgánica. 

5) Las distintas formas o tipos de OSC establecidos por Ley pueden solicitar y obtener 
ante una agencia pública el registro y reconocimiento de su personalidad jurídica. Estas agencias 
u oficinas del Estado deberán aseguren su independencia y autonomía de gestión, debiendo su 
personal ser seleccionado en base al mérito profesional y amparado por un régimen de 
estabilidad y carrera administra. El organismo que registra las OSC debe desempeñar sus 
funciones de forma imparcial, transparente y equitativa, haciendo públicas todas sus decisiones.  

6) Un solo organismo debe encargarse del registro público de las OSCs, cuyo servicio 
puede ser desconcentrado para llegar más cerca a los ciudadanos. Si para otros fines las OSC 
requieren obtener otras inscripciones ante los registros oficiales por parte del Estado, estos no 
implican una condición para su existencia reconocida por la personalidad jurídica. Esto debe 
incluir también la exigencia de certificados, registros periódicos de información o constancias de 
carácter administrativo que funcionan en la práctica como otro registro para existir, ya que 
pueden paralizar el funcionamiento de las OSC. 

7) La Ley debe establecer de forma precisa los requisitos y documentos que se debe 
presentar para obtener y mantener el reconocimiento de la personalidad jurídica, así como se 
deberá establecer con precisión los procedimientos, plazo y costos de esta tramitación. 
Asimismo, se deberá establecerse los motivos específicos y exclusivos sobre los cuales el Estado 
puede rechazar una solicitud de personería jurídica, decisión que puede ser impugnada y 
revisada por un procedimiento judicial, con las suficientes garantías del debido proceso y 
defensa legal de los afectados. 

8) Las OSC pueden cumplir sus funciones de objeto amplio y en las diversas materias 
que hacen al interés público y/o el beneficio mutuo de sus miembros, sin más restricciones que 
perseguir fines lícitos. El Estado puede solicitar información de sus actividades con fines 
estadísticos, pero no para alinear sus funciones de forma tal que comprometa la independencia 
de las organizaciones ni de sus objetivos establecidos en sus Estatutos. 

9) Los estados tienen responsabilidades de reglamentar las OSC en materia de 
actividades financieras ilícitas, pero todo requisito deberá ser fundamentado en evidencia de 
riesgo; focalizado en organizaciones identificadas de ser de alto riesgo por sus características o 
actividades; proporcionales al riesgo identificado; implementados conforme con sus 
obligaciones bajo tratados internacionales de derechos humanos; y sin limitar el trabajo legitimo 
del sector. 

10) Las OSC tienen el derecho de buscar y acceder financiamiento para el logro de sus 
objetivos, tanto público como privado, nacional o internacionales, pudiendo generar ingresos 
propios, sin mayor restricción que cumpliendo la normativa fiscal y tributaria de cada país, 
pudiendo generar excedentes para ser invertidos en su objeto social, preservando su carácter no 
lucrativo.  
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11) En el caso de acceder a fondos públicos, estos fondos se regirán por las normas 
generales de responsabilidad y control gubernamental. Cuando las entidades privadas sin fines 
de lucro reciben fondos públicos, asumen también una responsabilidad de transparencia y 
rendición de cuentas sobre el uso de dichos fondos, pero no transforma una OSC en entidad 
pública para propósitos de aplicación de leyes sobre acceso a datos públicos. 

12) Las OSC pueden acceder a las exenciones del impuesto sobre la renta o las 
utilidades, sin discriminación ni más restricciones que demostrar su carácter no lucrativo, 
conforme a un procedimiento cierto y transparente, con plazos y requisitos previamente 
establecidos. Asimismo, el sistema tributario de los Estados debe contemplar un marco legal y 
fiscal favorable para promover el ejercicio de la Libertad de Asociación a través de incentivos 
fiscales a las donaciones en favor de las entidades sin fine de lucro. 

13) Las sanciones impuestas por los Estados a las organizaciones civiles sólo se 
aplicarán en circunstancias restringidas, previa y legalmente establecidas, serán progresivas, 
necesarias y estrictamente proporcionales a la gravedad del daño, y sólo se aplicarán por un 
tribunal imparcial, independiente y competente, por causales razonables, motivadas y probadas 
dentro de un proceso judicial justo, con todas las garantías de defensa y debido proceso. En el 
caso de sanciones declaradas ilícitas las OSC tendrán derecho a la reparación del daño sufrido, 
incluyendo medidas de restitución y garantías de no repetición. 

14) La disolución de las OSC deberá seguir las disposiciones de sus propios Estatutos. 
En caso de liquidación, sus activos serán distribuidos conforme establecen sus Estatutos y 
reglamentos internos, pudiendo ser transferidos a otras entidades civiles de igual objeto, no 
debiendo distribuir su patrimonio entre sus miembros.  
Anexos: 

I. Estándares internacionales  
II. Las matrices sobre legislación nacional: 
  Matriz por países. 1 
  Matriz por países. 2 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/Estandares_Relevantes_Obra_en_Proceso_para_CIJ_2022.xlsx
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/Matriz_por_paises_1_CIJ.xlsx
https://www.oas.org/es/sla/cji/docs/Matriz_por_paises_2_CIJ.xlsx
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